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CAPITULO I.- ANTECEDENTES DE LOS EXHORTOS Y LAS CARTAS­
ROGATORIAS. 

A).- Roma. 

Es nuestro propósito en esta parte del presente -­

trabajo buscar respuesta a las siguientes interrogan--­

tes: a) por medio de cual rama del Derecho Romano, los-

ciudadanos romanos regulaban sus relaciones, con los -­

ciudadanos de los demás Estados; b) cuales eran los fu~ 

. cionarios a quienes se encomendaba esta función, y c) -

si existen antecedentes en Roma de lo que hoy conocemos 

como exhortos y cartas rogatorias. 

Fara averiguar la primera interrogante, partamos -

del conocimiento que tenemos acerca de las dos ramas en 

que se dividió el derecho en Roma: El Juz Gentium y el­

Jus Civile. 

El Jus Civile según Petit, es aquél que comprende-

las reglas de derecho especiales de cada pueblo, de ca-

da Estado; se refería a las instituciones propias de -­

los ciudadanos Romanos, de las cuales no participaban -

los extranjeros (l); según Foignet, es el derecho te6ri 

co y en virtud de lo anterior se le rendía constante ho 

menaje debido al carácter tan respetuoso de los romanos 

por sus tradiciones históricas (2), pero en virtud de -

(1) 

(2) 

E. Fetit. Tratado Elemental de Derecho Romano, pág. 
22. Editora Nacional. México, 1959. 

. . 
R. Foignet, Manual Elemental de Derecho Romano,pág. 
12, Editora José María Cajica Jr.Puebla,Méx.1948 • 

• 
(1) 
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que Roma fué un país que a través de sus conquistas se­

extendi6 por la mayor parte del mundo conocido enton---

ces, l~s romanos tuvieron necesidad de servirse de un -

derecho que regulara las relaciones de sus ciudadanos._":'"_ 

con los de otros países y de la prrpia Roma con otros -

Estados, creando por ello las instituciones del Jua Gea 

tium a que nos referiremos. 

El Jus Gentium, es el conjunto de reglas aplicadas 

en todos los pueblos sin distinci6n de nacionalidad, y­

eata noci6n ha sido empleada alguna vez, para designar­

toda una parte del Derecho Público, que regía las rela­

ciones del Estado Romano con otros Estados y las de loa 

ciudadanos romanos con los peregrinos o extranjeroa.(3) 

For io tanto, si dentro del Jua Civile se regula-­

ban instituciones de los ciudadanos romanos únicamente; 

y, el Jus Gentium se encargaba de regular las relacio-­

nes de los ciudadanos romanos con los extranjeros, es -
~¡ 

obvio que esta es la rama del derecho a la cual debemos 

enfocar nuestro estudio para llegar a la finalidad pl8!!, 

teada, con lo cual dejamos resuelta la primer interro--

gante propuesta. 

A efecto de determinar cuales eran los ·funciona---

rios encargados de tales relaciones conviene hacer una-

(3) E. Petit, obra citada, pág. 21. 

(2) 

¡·· ... 
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breve referencia hist6rica a la época Republicana de Ro -
ma, o sea de los años 510 a 27 A.C., durante la cual em 

piezan a especializarse por decirlo así, las diversas -

funciones de que se encargaba el Rey durante la 'poca -

monárquica. 

En el año 510 A.C., según los autores mencionados, 

los romanos expulsan al último rey etrusco, Tarquina el 

Soberbio, dato con el cual se marca tradicionalmente el 

comienzo de la República Romana. 

A partir de esa fe ch a, el rey ea suati tu:!do en sus­

funciones religiosas por el pontifex maximus, y, asimi~ 

mo, por el censor, en lo relativo a la designaci6n de -

senadores, y en todas las demás funciones por dos c6ns~ 

les, nombrados por un año, o sea, funciones tales como-

la policíaca, la del mando militar, dirigir la adminis­

traci6n de justicia, el derecho a hacer proposiciones a 

los comicios, derecho a pedir la opinión del Senado y -

amplias facultades financieras. (5) 

Dentro de estas funciones y dáda la etapa por la -

que atravesaba Roma, la más importante era la del mando 

militar, lo que hacia que los cónsules en muchas ocasi2' 

nea estuvieran al frente de los ejércitos romanos, re-­

cardando aquí, que durante los cinco siglos que duró la 

República, Roma logr6 sus mas importantes· conquistas 

(5) G. Floris Margadant s. Derecho Romano, pág.27, Edi-
mex, s. de R.L. México, ~965. 

(3) 



derrotando a los etruscos, dominando en su totalidad la 

península itálica, derrotando a Cartago y estableciendo 

su dominio en la parte occidental del Mediterráneo, que 

a mediados del siglo II A.Cºj se convierte en el "Mare­

Nostrum" de los Romanos. Unicamente podemos ver en esta 

fabulosa etapa romana dos derrotas: la que sufrieron -­

los ejércitos romanos por los .galos, que incendian Roma 

en el año 309 Aººº' y la derrota inflingida por Aníbal, 

que saquea el campo italiano. (6) 

Como consecuencia de lo anterior los· cónsules no -

podían estar pendientes de todo lo que acónteciere en -

Roma, por lo cual se veian precisados a delegar alguna­

de sus facultades en funcionarios de menor jerarquía. -

Según Margadant, los cónsules encomendaron a otros je-­

fes militares el mando de la infantería, cuyos jefes -­

fueron plebeyos, constituyéndose el Tribunado Militar -

en el año 444 A.Oº; asimismo· a los censores· en 443 A.C. 

se les encomendó organizar cada cinco años un censo ge­

neral de población, en principio con finalidad religio­

sa y, luego, política; a los cuestores, que surgieron -

en el año 421 A.Cº, se les encomend6 la justicia penal, 

con facultad de imponer multas; a la pretura creada en-

367 A.eº, se les encargaba la administraci6n de justi-­

(6) G.F. Margadant, obra citada, págsº 24 y sig. 
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cia en general ; y al lado del original pretor urbano,-

para pleitos entre romanos, advino el pretor peregrino, 

para la administraci6n de justicia en el caso de que --

una o ambas partea fueran extranjeras; loa ediles crea­

dos en 366 A.C., responden del 6rden en las callea y -­

los mercados, y, finalmente~ la dictadura que era únic! 

mente para situaciones de emergencia nacional. (7) 

De entre los funcionarios que hemos mencionado, C! 

be destacar especialmente, para el efecto de nuestro es 

tudio, a los pretores, los cuales se encargaban de la -

administración de justicia Y.de estos referirnos en ---

g exclusiva al estudio del pretor peregrino~ que era el -
l 

que intervenía en asuntos extranjeros. 

Los autores están de acuerdo en que el pretor pe-­

regrino únicamente intervenía, cuando en la contie~da -

participaba algún extranjero. Convencimiento con el ---

cual dejamos resuelto el segundo tema planteado. 

En relación con la tercera interrogante propuesta-

nos preguntamos si realmente este funcionario cumplime~ 

t6 o ejecutó alguna resolución procedente de tribunales 

extranjeros. 

La actividad del pretor conforme a los autores con 

sultados cons~st!a, según el Jus Gentium, que era el --

(7) Margadant, obra citada, pág. 30. 
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que aplicabanj en términos generales,en: 

a).- Impartir justicia cuando en la relaci6n había 

algún extranjero. 

b).- Lo anterior lo hacía a través del sistema fo~ 

mulario, menos rigorista que el de las acciones de la -

ley, que indefectiblemente se aplic6 a los ciudadanos -

romanos basta el año 150 a 130 aproximadamente A.C., en 

que se les comienza a aplicar el nuevo sistema, y 

c)o- El pretor se convierte en un organizador, se-

ñalando a cada una de las partes cuales eran sus dere-­

chos y sus deberes. Cabe por tanto hacer notar que no -

encontramos disposición alguna en el Jus Gentium que d~ 

terminara que el referido pretor cumplimentara o ejecu-

tara o ejecutara resoluciones de jueces o tribunales -­

extranjeros a Roma y con lo cual podemos afirmar en re! 

puesta al tercero y último tema propuesto, que no dánd2 

se el caso de que existiera la posibilidad legal de que 

tal funcionario tuviera esas atribuciones, no existie--. 
ron en Roma antecedentes algunos de lo que actualmente-

conocemos como exhortos y cartas rogatorias. 

B) .- México. 

Respecto a los antecedentes en México, adverti~os~ 

que antiguamente, y aún actualmente como lo veremos en­

su oportunidad, no existían tratados que reglamentaran-

(6) 

i~· 
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la manera de obsequiarlos, sin embargo "el uso ha he--­

hecho que se cumplimenten con la misma regularidad que­

los del propio país, a lo menos en materia civilº" (8) 

Antiguamente casi siempre, o por lo menos general-

mente, el Estado requerido daba almplimiento a la comi­

sión rogatoria siempre que no se tratare en ella de co­

sas prohibidas por las leyes a que se encontraba suje-­

to; si conf arme a las leyes de 1 tri.bunal exhortado una­

diligencia estaba prohibida (por ejemplo, entre noso--­

tros, la confesión bajo juramento), habrá lugar a ejec~ 

tarla simplemente modificándola y bastará para que se -

pueda ejecutar con la simple protesta o bajo protesta -

de decir verdadº (9) 

Con las condiciones que se han citado anteriormen-

te, en lo referente a que no existían tratados para re­

gular lo relativo a la cumplimentación y ejecución en -

México, de exhortos y cartas rogatorias procedentes de­

tribunales extranjerOS9 y más aun ningún Estado, salvo­

Inglaterra y los Estados Unidos 9 los habían celebrado -

con algunos Estados, el Instituto de Derecho lnternaci~ 

nal en su sesión celebrada el día 10 de septiembre de -

(8) Francisco Jº Zavalao Elementos de Derecho Interna-­
cional Privado, págº 193, Oficina Tipográfica de la 
Secretaría de Fomentoº 1899º 

(9) Francisco J. Zavala, obra citada, págº 193. 
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1877, adoptó algunas reglas relativas a tal situaci6n,­

a fín de que se aplicaran cuando faltara convenio expr! 

so. 

Tales reglas son las siguientes: 

"El Juez que conoce de un proceso podrá dirigir -­

exhorto a otro extranjero para la práctica de algún ac­

to judicial, en su territorio jurisdiccional, que sea -

indispensable o útil para la decisi6n del negocio que -

este bajo el conocimiento del primero. 

Al Juez requerido toca decidir de su propia compe­

tencia, de la legalidad de la requisitoria y de su opor 

tunidad. 

El tribunal exhortado deberá obsequiarla después -

de cerciorarse de la autenticidad del documento y de su 

propia competencia por raz6n de la materia.En caso de­

inc0TJJpetencia la transmitirá al competente e informando 

al juez de origen. 

El tribunal ejecutor aplicará las leyes de forma -

de su fuero a los actos que se les encomienden, incluso 

al juramento"º 

De lo anteriormente expuesto podemos infe~ir que -

al expedir una comisión rogatoria un tribunal de un Es­

tado a un tribunal mexicano, aquél no delega ¡;¡u autor.1.­

dad en este y que únicamente se trata de un ruego 9 de -

una súplica que hace el tribunal extranjero al tribunal 

(8) 
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nacional y, por otra parte 9 "aplicará las leyes de for-

ma de su fuero 11
9 es decir que el tribunal nacional, da­

do el concepto de soberanía, Ajustará el proceso o la -

diligencia que le sea requerida a las normas y procedi­

mientos que sean conformes a las leyes del Estado que -

cumplimentará y ejecutará el requerimiento, es decir en 

el estudio que nos ocupa 9 a las leyes de los Estados 

Unidos Mexicanosº 

Además apreciamos, de lo antes transcrito, que ya­

desde entonces únicamente se exigía, a efecto de cumpli 

mentar y ejecutar una resolución procedente de tribuna-

les extranjeros, examinar su autenticidad 9 es decir ---

comprobar si realmente la persona que suscribía el docE 

mento, tenía autoridad para hacerlo en el momento de --

~ suscribirlo. 
¡ 
i Refiriéndonos concretamente a los antecedentes en-
J 

México de la cumplimentaci6n y ejecuci6n de exhortos y-

cartas rogatorias procedentes de tribunales extranje--­

ros 9 en el aspecto de legislaci6n positiva, no encontr! 

mos antecedentes de mucha importancia y únicamente de -

las disposiciones estudiadas en el Código.de frocedi--­

mientos Civiles de 1884 9 deducimos lo siguiente: 

En primer lugar 9 se asienta que a efecto de cumpli 

mentar las sentencias y demás resoluciones pronunciadas 

por tribunales extranjeros 9 se estará a lo que dispon--

(9) 



gan loa tratados internacionalesº 

En segundo lugar~ y a falta de tratados interna--­

cionales 9 deberá estarse a la reciprocidad internacio-­

nal9 cuestión con la que no estamos de acuerdo, como se 

vera mas adelante 9 al hacer la crítica del C6digo de 

Procedimientos Civiles vigente 9 que aún se refiere a la 

reciprocidad internacion~lº 

El citado ordenamiento hizo una distinci6n entre -

la ejecución de sentencias y ejecuci6n de las demás re­

soluciones judiciales y se asentó en su artículo 785 9 -

que únicamente tendrían fuerza en el Distrito y en la -

Baja California las ejecutorias extranjeras que reunie­

ran los sigu.ientes requisitos~ 

lo- Que hayan sido dictadas a consecuencia del 

ejercicio de una acción personal. 

Del mismo modo, dejamos para después el comentario 

de esta frac¿i6n que adn conserva el C6digo de Procedi­

mientos Civiles vigente. 

IIu- Que no hayan recaído en rebeldía. 

~o tiene justificaci6n lo asentado en esta frac--­

ci6n como atinadamente lo juzg6 el legislador de 1932~­

tomándose en consideración que si el litigante no comp! 

rece ante el juez exhortante9 una vez que ha sido empl! 

zado 9 y por lo tanto se le declara en rebeldía, ya nó -

(10) 



podrá ser ejecutado en M€xico, es decir, por un acto -­

de rebeldía hacia el tribunal exhortante, el litigante­

obtiene muchas facilidades como es la de que no se le -

pueda ejecutar y consecuentemente dejar de cumplir una­

ejecutoria dictada legalmente 9 por tanto basta con que­

el litigante haya sido debidamente emplazado para comp! 

recer al juicio que se le sigue en el tribunal extranj! 

ro, para que se considere que es de ejecutarse la reso­

lución dictadaº 

IIIº- Que la obligación para cuyo cumplimiento se­

haya procedido sea lícita en la República Mexicanaº 

IVº- Que sean ejecutorias conforme a las leyes de-,, 

la Nación en que se hayan dictadoº 

Vº- Que reunan los requisitos necesarios conforme­

al Código de referencia 9 para ser consideradas como au-

ténticas. 

En virtud de que estos tres últimos requisitos aún 

subsisten en el Código de Procedimientos Civiles vigen-
' 

te, dejamos su comentario para el momento oportuno. 

Respecto del juez competente para ejecutar una re­

solución procedente del extranjero, lo es el que lo se­

ría para seguir el juicio en que se dictó aquellaº 

Con relación a la tramitación el Código Procesal -

Civil de 1884 prescribía que una vez traducida ia ejecli 

(11) 
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toria y solicitada su ejecución, se dará vista a la coa 

traria por el término de nueve días, término a nuestro­

modo de ver bastante amplio ya que se trata de la ejec~ 

ción de una sentencia y agregaba que pasado el término­

º evacuado el traslado se pasará el negocio al Ministe­

rio Público 9 y con vista de lo que exponga el citado -­

funcionario, se dictará la interlocutoria correspondiea 

te, en el sentido de que si se ha de dar cumplimiento -

a la ejecutoria; esta resolución es apelable en ambos -

efectos. 

Ahora bien 9 porqué contra esta resolución, fuere -

en el sentido que fuere procedía la apelación en ambos­

efe ctos; nos parece más acertado el sistema que sigui6-

el legislador de 1932 al establecer que contra la reso­

lución que niegue la ejecución, procede la apelación, -

la cual se admitirá en ambos efectos y contra la que la 

conceda dnicamente en el efecto devolutivo, o sea, que­

na había razón para suspender la ejecución de una reso­

lución extranjera respecto de la cual,el Juez de Prime­

ra Instancia, ya le había otorgado plena fuerz·a. 

Finalmente por lo que respecta a la cumplimenta--­

ción y ejecución de las demás resoluciones judiciales,­

ª que se refiere el Código citado, distintas de ejecu-­

torias, se debería estar a lo dispuesto para las dicta­

das por los tribunales y jueces de los Estados de la --

(12) 



Federaci6n. 

De lo ~ntes expuesto desprendemos lo siguiente: -­

No hay raz6n para distinguir las ejecutorias de las de­

más resoluciones judiciales pronunciadas por tribunales 

extranjeros, y que, los plazos concedidos en el antiguo 

C6dig6 de Procedimientos Civiles, eran demasiado am---­

plios1 tratándose de ejecuci6n de una sentencia. 

(13) 
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CAPITULO II.- BREVES CONSIDERACIONES EN TORNO AL -
ESTADO. 

A).- Soberanía. 

Para la mejor elaboración y cabal conocimiento de-

los posteriores temas a desarrollar en la presente mon2 

grafía, consideramos oportuno e imprescindible abordar, 

aunque sea someramente, el t6pico relativo al concepto­

de eoberan!a. El estudio en torno al concepto que nos -

ocupa constituye uno de loe mas discutidos en el campo­

del derecho público; no ocstante ello,intentaremoa pro-

poroionar una idea concisa del mismo, no sin antes ha-­

cer breve referencia a sus antecedentes. 

El concepto de soberanía es característ'ico de la -

~poca moderna, ya que tanto en la Antiguedad como en la 

Edad Media no se conoci6. Empero, podemos· citar algunas 

instituciones con él vinculadas en cierta forma. En ---

efecto,en Grecia se habló del té'rmino"autarquÍa 11 que --

implicaba respecto de la polis, la posibilidad de bas-­

tarse a sí misma. En Roma, al igual de lo acontecido en 

Grecia , durante la época del Imperio Romano tampoco se 

apela a la noci6n de soberanía y únicamente se hace re-

ferencia al 11 imperium 11 , que denotaba el poder supremo -

del Estado Romano, que no admitía ningún otro de natur~ 

leza extraña. 

Tomando en consideraci6n lo esbozado con anteriori 

(14) 
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dad, se infiere que la idea de soberanía, aunque no en­

la cabal connotac16n del término , estaba latente ya en 

•pocas remotas, toda vez que ai estamos de acuerdo en 

.que etimol6gicamente aoberan:!a eignif ioa superioridad -

por una parte, y por la otra, que los t•rminoe "autar-­

quia11 e 11 imperium" se identi.fioan con la idea de eupe-­

rioridad podemos oonolu!r en que flloa, en cierta for-­

ma, corresponden a lo que en la actualidad oonooemos -­

con el nombre de aoberan:!a. 

Basave Fernández del Valle al estudiar la connota­

cidn del t4rmino soberanía 09nsidera que la raíz etimo-

16gica del vocablo soberanía es la lengua francesa ----

"suver~in"; alude a un poder que comparativamente se h!! 

ce independiente de todos los poderes, a una superiori­

dad superlativa, a una preeminencia jerárquica. (10) 

Como ya dijimos en los párrafos precedentes, la 

idea de soberanía en su concepci6n política, es decir -

dando una orientaci6n nueva a ese poder, aparece por 

vez primera en el Estado Moderno, correspondiendo al 

pensador francés Juan Bodino ser el primero que habl6 -

de ella en su obra titulada "Los Seis Libros de la RepB, 

blica. Para este autor soberanía y poder' de hacer la -

ley,se correlacionan en una misma cuesti6n, resultando­

ello inherente a la persona del ~ríncipe, por lo que -­
(10) Basave Fernández del ~alle,Agustín. Teoría General 

del Estado, pág. 101, México, 1955. 
(15) 
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considera que la soberanía es la potestad absoluta y -­

perpetua de una república que los latinos llaman majes­

tad. Al respecto Sepúlveda nos dice: que Bodino es un -

observador de los hechos, no es un teorizante. ~ótó que 

había ya una nota esencial nueva en la organización po­

lítica: la idea de supremacía del Gobierno nacional o -

central sobre el sistema descentralizado feudal de la -

Edad Media; el criterio de que debe haber una fuente -­

única de toda la ley. La teoría de Bodino debe conside­

rarse como constituyendo el primer paso en la direcci6n 

de la autoridad central o nacional, trayendo el 6rden -

al caos medieval. La soberanía en él, ea la fuerza de -

cohesión, de unión de la comunidad política, sin la --­

cual ésta se dislocaría. En la doctrina de Bodino, como 

es bien sabido no se piensa en un soberano irresponsa--

ble, desligado de cualquier norma y arbitrario, sino -­

en un Príncipe que esté sujeto al derecho, no sólo al -

que él hace, sino también a la ley divina, al derecho -

natural y a las leyes fundamentales del reino". (11) 

Esta concepción de la soberanía que aparece en el­

pensamiento de Bodino, sufrió a través de' pensadores --

posteriores ciertas transformaciones que provocaron coll 

secuencias adversas. Es así como a través· del surgimieu 

(11) Sepúlveda Cesar. Derecho Internacional Público,Edi 
torial Porrúa, s·A.,México 1969, pág. 74. -

·(16) 
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to de loe Estados absolutistas se mut6 la concepci6n --

tradicional a que nos hemos referido acerca de que el -

~ríncipe estaba limitado por el derecho, por lo que Pº! 

teriormente este nuevo cauce que se di6 a la soberanía­

fu~ interpretado como un poder absoluto u omnipotente.­

Como ejemplo de lo que venimos tratando podemos citar -

el pensamiento de Thomas Hobbes, qui~n, en su Leviathán 

considera que el poder soberano puede ser tan grande c~ 

mo el hombre se lo imagina. En tál forma,:e~e poder de­

que hablamos y cuyo titular era el Príncipe, se convie~ 

te o mejor dicho es absorbido por el pueblo o la Na--­

ci6n a partir de las ideas de la Revolución Francesa y­
de la Independencia Norteamericana, mismas que trascen­

dieron a nuestro ordenamiento Constitucional. 

La soberanía es una cualidad inherente al Estado -

que forma parte de su misma naturaleza. Si el Estado no 

tiene el derecho de mando supremo, si este se encuentra 

subordinado a otros 6rdenes, desaparecería. Por tanto -

es preciso apuntar que la soberanía en ten di da como po-­

der supremo del Estado , se enfoca al aspecto interno -

del mismo , dado que en tál ámbito es donde el Estado 

se encuentra facultado para imponerse sobre todos los 

demás poderes existentes siendo su territorio donde pu! 

de oponerse a la intromisi6n de cualquier otro poder a-

(17) 



jeno. 

Hemos dicho que el ~atado es soberano únicamente -

en su aspecto interno. Pero existen pensadores que sos­

tienen q-ue la soberanía del .l!lstado tiene un doble aspe.2_ 

to, es decir, que es interna y externa, sefialando como­

carácter externo de la soberan:ía las relaciones de un -

Estado con los demás o bien, con los sujetos del Dere-­

cho ~nternacional. Sin embargo estos pensadores no han­

sido exactos debido a que en el plano internacional, 

las relaciones entre sujetos del mismo, son de igual n1 

ve~, ya que entre los Estados no hay mas relaciones que 

las de igualdad. No se concibe un poder internacional -

que se coloque por encima de todos o alguno, resultando 

que las relaciones que se dan en la comunidad interna-­

cionalson de Estado soberano a Estado soberano. 

Por lo expuesto basta ahora nos podemos preguntar­

la cuesti6n relativa a que cómo es posible si la sebera 

nía es entendida como un poder supremo que ejerce el E~ 

tado solamente dentro de su ámbito intern~, se conciba­

la existencia de un derecho internacional que regule y­

limi te la actividad tiel propio ~stado. Al respecto los-

tratadistas de la materia han polemizado ardu~mente ela 

borando toda una serie de doctrinas contradictorias las 

unas con las otras, las que sería largo y tedio~o enu--

(18) 
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merary que nos alejarían de la conclusión positiva que­

pretendemos alcanzar con relación exclusivamente al te­

ma de este trabajoº ~s por ello que, para dar respuesta 

a la interrogante antes planteadaestimamos conveniente­

transcribir lo que en la especie afirma Heller: "la efi 

cacia del Derecho Internacional, está fundada en lavo-

luntad común de los estados y en la validéz de los pri~ 

cipios ético-jurídicos. Los estados actualizan o positi 

van los principios jufidicos en preceptos jurídicos 9 -­

los cuales en su conjunto 9 forman los pr¿ceptos del De­

recho lnternacional. Y son los sujetos de este 6rden j~ 

rídico, libres, soberanos y jurídicamente.iguales, los­

que formulan el Derecho lnternacional"º (12) 

Basados en las .,ideas de Heller cabe sostener que -

el problema relativu a la cumplimentación de los exhor­

tos y cartas rogatorias en el ámbito de un Estado sobe­

rano, distinto del Estado soberano que las expidió, es­

posible, sin restringir ni invadir la soberanúa de la -

entidad jurídico política ejecutora, con fundamento en­

el principio universal de justicia en el ~ue todos los­

entes de la comunidad internacional están interesados -

por exigirlo así la convivencia pacífica y la civiliza­

ci6n moderna, elaborando y concediendo positividad a to 

(12) Heller,Hermann. La Soberanía, pág. 230, UNAM 7 Méxi 
co, 19650 

(19) 
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da una serie de preceptos encaminados hacia la actuali­

zación de las resoluciones judiciales pronunciadas por­

tri bunalee extranjeros, no dejando así sin dar solución 

a ningún conflicto que se presente en el ámbito sobera­

no del Estado exhortado. 

B).- Jurisdicci6no 

El hombre dada su naturaleza eminentemente cosmop~ 

lita, suele desarrollar actividades en distintos Esta-­

dos, que comprometen distintas jurisdicciones, pero loe 

organismos judiciales son detenidos en su accidn por -­

las fronteras,pues como en ellas termina la soberanía 

nacional, terminan asimismo todos los poderes que son 

expresi6n de la misma y por consiguiente también el po­

der judicialº Ahora bien, toda vez que en el trabajo -­

que nos ocupa trataremos de demostrar com6 es factible­

que las resoluciones judiciales dictadas por un tribu-­

nal extranjero, mismo cuya actividad jurisdiccional s6-

lo es ejercitada en el ámbito de sus fronteras 9 puedan­

tener válidez y eficacia material plena e~ el ámbito -­

territorial de la jurisdicción de otro tribunal, en el-

caso concreto en los tribunales de los Estados Unidos -

Mexicanos , es preciso investigar lo que se entiende --
~ 

por jurisdicción y posteriormente lo concerniente a la-

competencia, misma que está Íntimamente vincul~da con -

(20) 



la a~terior. 

Etimológicamente la palabra juriadicci6n aignifi-­

ca decir o declarar el derechoº En efecto, los antiguos 

dijeron· que la jurisdicci6n era la potestad del órgano-

supremo para resolver las dificultades: juris-dictio; -

facultad de dictar el derecho, como la facultad de lla­

mar a juicio, de conocer del juicio, de castigar dentro 

del juicio, de ejecutar y decidir en el juicio, a todo-
! 

lo cual le llamaban "imperium'' lo que era una facultad­

soberana que en principio residi6 en los reyes, en los­

monarcas y posteriormente se delegó a los juecesº 

Generalizando acerca del concepto de jurisdicci6n­

podemos afirmar que significa o hace alusión a la atri-

bución que compete al Estado para administrar justicia- ~ 

por conducto de los órganos facultados para ello en lo-

que respecta a las controversias que les son planteadas 

por las personas que residen en su demarc~ci6n territo­

rial; pero trasladándonos al aspf;cto científico y al -­

ahondar dentro de él en el substratum de su connotación 

surgen diversos problemas y controversias que han dado­

orígen a una multitud de doctrinasº 

En el derecho romano el término jurisdicción tiene 

al propio tiempo un doble significado: se relaciona con 

los atributos que se conceden al poder legislat~vo y --

(21) 
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los que se confieren a los tribunales. Al respecto Bon­

jean, citado por Pallares dice: "la etimología de la P! 

labra jurisdicción permite dar a esta expresi6n un sen-

tido muy amplio 9 que comprende el poder legislativo lo­

miamo que el poder judicial; en efecto, dec~r el dere-­

cho, es reglamentar las relaciones sociales de los ciu­

dadanos, sea creando la regla, sea aplicándolaº De he--

cho es cierto, que a los romanos no les repugnaba que -

sus magistrados no tan solo suplieran el silencio de la 

ley, sino que también con demasiada frecuencia modifica 

ban la ley por medio de edictos generales a los que co­

locaban entre las leyes propiamente dichas"º (13) 

A prop6sito de lo transcrito acerca del autor cit! 

do, es conveniente, toda vez que nuestro interés primor 

dial es dar una idea precisa del significado del térmi­

no jurisdicción sin entrar en la abrumante polémica a-­

c'erca de la diotinci6n de la jurisdicción con la activ!, 

dad administrativa y legislativa, aclarar que la ~ltima 

de las citadasasí como la función jurisdiccional tienen 

por objeto dirimir las controversias entre· los particu­

lares, la última creando abstraccionee generales e im--

personales que no presuponen un litigio y la primera, o 

sea, la jurisdiccional, partiendo de la base indisnensa 
... -

ble de la existencia del conflictoº Por ello mismo, ha­

(13) Pallares Eduardoº Diccionario de Derecho Procesal­
Civil. pág. 468, Editorial Forrúa,México,1963. 

( 22) 
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cemos notar que las definiciones de los autores que en­

relación a lo que tratamos citaremos mas adelante,se -­

concretarán a la jurisdicci6n entendida como actividad­

del ~atado que tiene como finalidad la aplicaci6n del -

derecho en los casos concretos, en virtud de que en la-

actualidad y a partir de Montesquieu qued6 definitiva-­

mente estructurado el sistema de la diviei6n de poderes 

aegán el cual el Estado realiza sus funciones a trav4a­

de sus 6rganos con esferas competitivas claramente deli 

mi tadas que no admiten intromisi6n de los 'demás, aunque 

sí una relación de colaboración. 
' 

De Pina y Larrañaga afirman que la jurisdicción es 

la actividad del Estado tendiente a la actuaci6n del de 

recho objetivo mediante la aplicación de la norma gene­

ral al caso concretoº (14) 

Rosenberg sostiene que la jurisdicción "consiste -

preferentementemente en la aplicacidn del derecho obje­

tivo al caso concreto y es ejercido por los tribunales­

ª petici6n de una parteº Los tribunales ~ que pertene--, 
.. 

ce la jurisdicción tienen por ello capacidad de resol~ 

ción eficaz de las controversias abarcadas por la juri~ 

dicci6no(l5) 

(14) De Pina y Larraftaga 9 Derecho Frocesal:Civil, págº-
47, Editorial Porrúa, S.Aº México, 1961º 

(15) Rosenberg Leo, Derecho ~rocesal Civil,tomo I, pág. 
46, Editorial Ejea, Buenos Aires, 1955. 
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Por su parte Alejandro Groppali citado por Forrúa­

~~rez, define la jurisdicción "como la característica -

actividad del Estado encomendada a tutelar el ordena---

las controversias ya actualiiadas en un ckso concreto,-
, 

la cual es precisamente la función jurisdiccional. Para 

ello el Estado ha creado 6rganos espacializadas cuya mi 

si6n es resolver las controversias de los particulares 9 

(i6) Forrúa Pérez Francisco. Teoría del Estado 9 págs. -
376 y 377, Editorial Porrúa, México, 1962. 

(24) 
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mismos que en la ~poca moderna estarán constituidos por 

los tribunales de derechoº Todo esto requiere de un coa 

junto de normas jurídicas, que estén orientadas por la­

necesidad de que los fines del derecho objetivo ae cum­

plan en forma segura y justa; pi·ocedimie~to jurídico -­

que viene a ser el desarrollo de la actividad jurisdic­

cional de acuerdo con un 6rden establecido y contenido­

en la rama del derecho público que conocemos como dere­

cho procesal. 

Ahora bienj toda vez que el hombre al desarrollar­

acti vidades en distintos Estados pone en juego diferen­

tes jurisdicciones, cada uno de aquellos ha estructura­

do un sistema normativo que permite la ejecuci6n o ac-­

tualizaci6n de las resoluciones judiciales dictadas por 

un tribunal distinto a los existentes dentro· de su te--· 

rritorio, requerido así por los principio$ de la solid~ 

ridad internacional y de la exigencia misma del dere--­

cho. Por tál razón se hace necesario que los Estados se 

presten mutuo auxilio facultando a sus jueces para rea­

lizar la cumplimentaci6n y ejecuci6n de las resolucio--

nes judiciales pronunciadas por tribunales extranjeros, 

a través de los exhortos y cartas rogatorias. 

C)o- Competenciaº 

Hemos visto que el Estado realiza una de s~~ fun--

(25) 



ciones más importantes, es decir, la relativa a la apli 

caci6n del derecho al caso concreto que se le plantea,­

por medio del ejercicio de la funci6n jurisdiccional. -

~ero en raz6n de que el derecho objetivo se encuentra -

sistematizado en diversas ramas que aluden al tipo de -

relaciones e intereses que cada una regula, se requiere 

que la juriedioci6n se distribuya ordenadamente eeftal'n, 

doeele a cada tribunal una esfera compet~~cial en fun-­

ci6n de la materia de que se trate, del territorio en -

el cual va a desplegar su ~ctividad y de la cuantía del 

negocio de que vaya a conocer. 

Aludimos en el párrafo precedente a lo que en t~r­

minos generales se entiende por competencia, concepto -

que al igual que otros ha sido discutido abundantemente 

por los tratadistas de derecho procesal. Estando fuera­

de las-miras de este trabajo ahondar sobr~ la cuesti6n­

de referencia bástenos únicamente enunciar que en el --

subtítulo a desarrollar trataremos solamente acerca de-

dos aspectos relativos a dicha instituci6n,procesal: su 

concepto y los criterios que se han elaborad~ para el -

efecto de distribuir la jurisdicción. 

Con relaci6n a la competencia se puede ~ecir que -

se trata de un presupuesto procesal, ya que no dándose-

la ~isma, no se puede cimentar perfectamente el proce--

so. 
(26) 
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Ahora bien, en cuanto al concepto se puede decir -

que es el conjunto de negocios de que un tribunal puede 

conocer de acuerdo con la ley respectiva. 

Dicha competencia configura un régimen selectivo -

que procura encontrar al juez más idoneo para resolver­

el conflicto de intereses. Dicha idoneidad se busca no 

s6lo en razones de eupecializaci6n personal, sino tam--

bidn en raz6n del lugar, de la materia y de la cuantía, 

quedando así repartida la jurisdicción entre loa muchos 

jueces que integran el poder judicial, asignándose a -­

cada ~no de ellos, el resolver diversos asuntos y pri-­

vándoseles imvlicitamente del donocimiento de otros, -­

dando poi· resultado que los asuntos que les ··son confia- · 
' . 

dos constituyen su competencia. 

Pasundo al estudio de loa diversos c~iterios que ~ 

se han elaborado para el efecto de di8tri~~~~-i~ ·~Ü~i~-

dicción, entraremos desde lu¡;go al pr·imero de ellos, o-

~ sea, el relativo a la competencia por materia. 
[\-· 
,:, f Dicha competencia es la Qije diatribuye la tramita-
~;· 

ci6n de las demandas entre las dif;ltintae pias~~ ele tl'i-
··,' 

1:ni.m1lcu s en 1·a~ún dt:l objE;to Jll'OJ1io dt: lau mirnIHw, sin-

eLJtima~ la cuw1tía del negocio. Bjemplo: las cuestiones 

de estado o capacidad de las µer~unas, siempre ~on com-

petencia entre otro~ negocios, e11 nuestro medio, de los 

.( 27) 



jueces de primera instancia. 

La competencia en raz6n del terr.i torio ea la que -

se confiere en raz6n de la distribución de los juzgados 

y los tribunalespor el territorio nacional y es conse-­

cuencia del principio que exige la proximidad de los -­

tribunales con las partes. 

La compet\ncia por raz6n de la cuantía es aquella­

que, como su nombre lo indica, se determina en funci6n­

de la cantidad que se reclama, estableciéndose como ººE 
secuencia de lo anterior, diversos tribunales para juz­

gar las causas de diversas cuantías. 

(28) 



CAPITULO III.- EXHORTOS Y CARTAS ROGATORIAS. 

A)o- Necesidad de exhortos y cartas rogatorias. 

En el primer capítulo de esta tesis hemos tratado­

lo relativo a los antecedentes históricos de la cumpli­

mentaci6n y ejecuci6n de las resoluciones judiciales -­

contenidas en exhortos y cartas rogatorias. En Roma no­

encontramos ningún antecedente respecto del tema que -­

nos ocupa 9 tal vez debido a que en aquél entonces, pre-
f valecia el principio de territorialidad de la ley 9 per-

lo que las resoluciones judiciales , única y exclusiva­

mente tenían fuerza donde habian sido dictadas~ o sea,­

donde el Estado que las habia promulgado ·a través de -­

sus tribunales, ejercía soberanía 9 mas no fuera de él. 

Sin embargo, hoy en día todas las relaciones se -­

han intensificado y aún máslas relaciones comerciales,-

y en virtud de lo anterior todos y cada uno de los Est~ 

dos, se han hecho 9 por decirlo así, menos nacionalistas 

y ya permiten que en los territorios donde cada uno de­

ellos ejerce soberanía se cumplimenten y ejecuten reso­

luciones judiciales dictadas por tribunales de otros -­

pa~ses. 

A pesar de lo asentado en el párrafo anterior 9 en­

muchos Estados todavía se apela al principio de recipr~ 

cidad a efecto de dar cumplimiento a los 'exhortos y ca!_ 

(29! 



tas rogatorias procedentes del extranjero, y decimos -~1 A 

pesar", por el comentario que vamos a hacer en su opor-

tunidad al tratar el requisito de la reciprocidad. En -

sí la reciprocidad viene a constituír la única garantía 

de tal cumplimentación 9 es por ello que para dar fuerza 

a la cumplimentación y ejecución de cartas rogatorias y 

exhortos procedentes de tribunales extranjeros, exista­

el deseo de diversos países de concertar a este respec-

to tratados internacionales. 

Dentro de dichos tratados y a efecto de hacer re-­

saltar la necesidad de los exhortos y las- cartas roga--

torias nos referiremos en primer lugar a las diversas -

convenciones de La Haya que han tratado el presente te­

ma, haciendo menci6n p9steriormente a los esfuerzos más 

grandes que se han hecho en latino américa a efecto de­

llegar a un acuerdo multilateral en relación con el mi! 

mo tema. Cabe advertir que fué en una de las Convencio­

nes de La Haya, donde se empezó a sentir la necesidad '!'" 

-
del auxilio judicial entre los diversos Estados que fo~ 

c.;- man la comunidad internacional. 

Las conferencias de La Haya para la codificación -

del derecho internacional privado, dándose cuenta de la 

importancia práctica de la cuestión relativa a la cum-­

plimentación y ejecución de las resoluciones judiciales 

( 30) 



contenidas en las comisiones rogatorias, comenzaron a 

tratarla desde la primera celebrada en el afio de 1893 y 

formularon un proyecto de convenios revisado en la si-­

guiente conferencia reunida en el año de 1894º Dicho -­

convenio llegó a suscribirse entre los Estados concu---

rrentes siendo estos Belgica~ Dinamarca, Suecia, Norue­

ga, Alemania, Estonia, Finlandia, Francia, Italia, Yu-­

goeslavia, Letonia, Luxemburgo, Países Bajos, Suiza, --

España, Checoslovaquia y Hungríaº 

En dicha conferencia se establecieron las siguien­

tes bases: 

1) Se permitió como forma de transmisión entre los 

países signatarios, la diplomática y la directa, de las 

cuales nos ocuparemos posteriormente al comentar la si-

guiente conferencia, reunida en La Haya y que nos pare­

ce de más interésº 

2) Se establecieron como causas por las cuales se­

podría denegar la cumplimentación de tales comisiones -

rogatorias entre los Estados: si la autenticidad del do 
. -

aumento no estaba establecida~ o bien si no entraba den 
,, . -

tro de las atribuciones del poder judicial la reaolu--­

ci6n a cumplimentar 9 o si se juzgaba como: atentatoria -

contra su soberanía y su seguridadº 

Sin embargo en el año de 1904 9 un nuevo trabajo de 

(31) 
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las conferencias en su sesi6n celebrada en dicho año,-­

hizo adoptar el convenio de fecha 17 de julio de 1905 y 

ratificado el 24 de abril de 1909 9 y que se inspira co­

mo el anterior en los acuerdos del Instituto de ~erecho 

Internacional, en su sesión celebrada el año de 1877º 

En dicha convención se hizo una división entre no­

tificaci6n de actos judiciales y extrajudidales por una 

parte y por la otra en comisiones rogatoriasº A nuestro 

modo de ver dentro de esta conferencia se establecieron 

las bases más importantes con relaci6n a los exhortos y 

las cartas rogatorias~ razón por la cual vamos a trans­

cribir el texto integro de dicha conferencia en el tema 

que nos ocupa: 

"Artº lo- En materia civil o comercial,las notifi­

caciones de actos a personas que se encuentren en el -­

extranjero se harán en los Estados contratantes, a pet! 

ci6n del cónsul del Estado requirentej dirigida a la a~ 

toridad que sea designada por el Estado requerido. La -

petici6n indicando la autoridad de quién emane el acto­

transmi tido, el nombre y la calidad de las partes, la -

dirección del destinatario y la naturaleza del acto de­

que se trate 9 deberá ser redactada en la lengua de la -

autoridad requeridaº Esta autoridad enviará al cónsul -

el documento que prueba la notificación o que indique -

-- • --·- ............... ,, ... __ -·· •"JL......_': 



el hecho· que la haya impedido. 

Todas las dificultades que se presenten con motivo 

de la petici6n del c6nsul, serán resueltas por la vía -

diplomática, 

Cada Estado contrante puede declarar, por una com~ 

nicaci6n dirigida a los otros Estados contratantes, que 

él entiende que la petición de la notificación que deba 

hacerse en su territorio, y que contenga las indicacio­

nes mencionadas en el párrafo primero, le ha de ser di-

rigida por la vía diplomática. 

Las disposiciones anteriores no se oponen a que --

dos. Estados contratantes se pongan de acuerdo para admi 

tir la comunicación directa entre sus autoridades res--

pectivas. 

Art. 2.- La notificación será hecha por la autori-

dad competente del Estado requerido. Esta autoridad sal 

vo los casos previstos en el artículo tercero, podrá li 

t mitarse a hacer la notificación· remitiendo el acto al -¡... 

destinatario que lo acepte voluntariamente. 

Art. 3.- Si el acto que se ha de notificar está r! 

dactado, sea en la lengua de la autoridad requerida, o-

sea en la lengua convenida entre los dos Estados intere 

sados, o si va acompañada de una traducción en uno de -· 

estos idiomas, la autoridad requerida, en el caso· en --

(33) 



que así se solicite en la peticion, hará notificar el -

acto, en la forma prescrita por su legislaci6n interior 

para el cumplimiento de notificaciones análogas, o en -

una forma especial, con tal que no sea contraria a esta 

legislaciónº Si así na se solicita la autoridad requer! 

da procederá desde luego a verificar la entrega en los­

términos del artículo segundoº 

Salvo acuerdo en contrario, la traducci6n prevista 

en el párrafo anterior será certificada conforme por el 

agente diplomático o consular del Estado requirente o -

por un intérprete jurado del Estado requ~rido. 

Arto 4.- El cumplimiento de la notificación previ~ 

ta en los artículos primero, segundo y tercero, no po-­

drá ser denegado sino cuando el Estado en cuyo territo­

rio haya de tener lugar lo considere atentatorio a su -

soberanía o a su seguridad. 

Art. 5.- La prueba de la notificaci6n se hará por­

medio de un recibo fechado y legalizado, del destinata­

rio, o por una certificación de la autoridad del Estado 

requerido, en la que se haga constar el hecho 9 la far-~ 

ma y la fecha de la notificaci6nº 

Si el acto que se haya de notificar va extendido -

en doble ejemplar, el recibo o la certificación debe --

extenderse en uno de los dos ejemplares a unirse a elº 

(34) 
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Art. 60- Lo dispuesto en los artículos que prece-­

den no se opone: loa A la facultad de dirigir directa-­

mente por correo los actos a los interesados que se en­

cuentren en el extranjeroº 2oº A la facultad de los in­

teresados de hacer que las notificaciones· sean hechas -

directamente por empleados páblicos o funbionarios com­

petentes del país en que aquellas deban hacerse. 3o. A­

la facultad de cada Estado de hacer que se hagan direc­

tamente por sus agentes diplomáticos o consulares las -

notificaciones destinadas a personas que se encuentran­

en el extranjeroº 

En cada uno de estos casos la facultad de que se -

trata no existe mas que cuando la admitan' convenios es­

tablecidos entre los Estados interesados, o si, a falta 

de convenios, el Estado en cuyo territorio deba hacerse 

la notificaci6n no se opone a elloº Este Estado no po-­

drá oponerse cuando, en el caso del párrafo primero ná­

mero tercero, el acto debe ser notificado sin apremio a 

un súbdito del Estado requirenteº 

Artº 7º- Las notificaciones no podrán dar lugar a­

reembolso de costas o gastos de cualquier naturaleza 

que sean. 

Sin embargo, salvo acuerdo en contrario~ el Estado 

requerido tendrá derecho de exigir al Estado requirente 
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el reembols6 de los gastos ocasionados por la interven­

ción de un funcionario pdblico o por el empleo de una -

forma especial en el caso del articulo tercero. 

Artº 8º- En materia civil o comercial, la autori--

dad judicial de un Estado contratante podrá, conforme -

a las disposiciones de su legislación, dirigirse por m! 

-~ dio de comisiones rogatorias a la autoridad competente­

de otro Estado contratante pidiéndole que ejecute, den­

tro de su jurisdicción, ya un acto de instrucción, ya -

otros actos judicialesº 

Art. 9º- Las comisiones rogatoiias serán transmiti 

das por el cónsul del Estado requirente a la autoridad-
' que designe el ~atado requerido. Esta autoridad enviará 

al cónsul el documento que acredite el cumplimiento de­

la comisión rogatoria¡ o en el que se indique el hecho­

que haya impedido su cumplimiento. 

Todas las dificultades que se presenten con oca--­

sión de la transmisión de las comisiones rogatorias~ se -
rán resueltas por la vía diplomática. 

Cada Estado contratante puede declarar. por una 02 

municaci6n dirigida a los otros ~atados contratantes 

que él entiende que las comisiones rogatorias que hayan 

de cumplimentarse en su territorio, le deberán aer ---­

transmitidas por la vía diplomática. 
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Las disposiciones que preceden no se oponen a ~ue­

dos Estados contratantes se pongan de acuerdo para adm!, 

tir la transmisión directa de comisiones rogatorias en-

tre sus autoridades respectivasº 

Arto 10º- Salvo acuerdo en contrario la comisi6n -

rogatoria debe ser redactada o en la lengua 'de la auto-

ridad requerida, o en la lengua convenida- entre los dos 

Estados interesados, o debe ir acompañada de una traduc 

ci6n hecha en una de estas lenguas y certificada canfor 

me por un agente diplomático o consular del Estado re-­

quirente, o por un intérprete jurado del Estado requer! 

do;, 

Art º 11.- La autoridad judicial a quien vaya diri­

gida la comisión rogatoria estará obligada a cumplimen­

tarla, empleando los mismos medios coercitivos que para 

el cumplimiento de una comisi6n de las autoridades 'del­

Estado requerido o de una ~etici6n hecha a ~ste efecto­

por parte interesadaº 

Estos medios coercitivos no serán empleados necea!: 

riamente si se trata de la comparecencia de litigantes. 

La autoridad requirente será informada, si lo sol! 

cita de la fecha y lugar en que se procederá a la dili­

gencia de que se trate, a fín de que la parte interesa­

da pueda asistir a ella. 

(37) 
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El cumplimiento de la comisión rogatoria no podrá-

ser denegado mas que: 

lo.- Si la autenticidad del documento no está esta 

blecidao 

2oº- Si en el 1stado requerido el cumpl.imiento de­

la comisión rogatoria no entra en las atribuciones del-

Poder Judicial. 

3o.- Si el ~stado en cuyo territorio ha~a de ser -

cumplimentado, lo juzga atentatorio a su soberanía o a­

su seguridadº 

Artº 12º- En caso de incompetencia de la autoridad 

requerida, la comisión rogatoria será transmitida de --

oficio a la autoridad judicial competente del mismo Es­

tado, según las reglas establecidas por su legislaci6n. 

Art. 13º- En todos los casos que la comisión roga­

toria no sea cumplimentada por la autoridad requerida~­

ésta se lo hará saber inmediatamente a la autoridad re-

quirente, indicándole en el caso del artículo once, las 

razones por las c~ales el cumplimiento de la comisión -

rogatoria ha sido denegado; y en el caso del artículo -

doce, la autoridad a quien la comisión rogatoria haya 

sido transmitida. 

' _,, 
Art. 14.- La autoridad judicial que proceda al cum 

plimiento de una comisión rogatoria aplicará las leyes-
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de su país en lo que se refiera a las formas que hayan-

de observarse. 

Sin embargo, se accederá a la petioi6n de la auto­

ridad requirente, solicitando que se proceda en una fo~ 

ma especial, con tal que esa forma no sea contraria a -

la legislaci6n del Estado requerido. 

Arto 15.- Las disposiciones de los artículos que -

preceden no excluyen la facultad en cada Estado de ha-­

cer cumplimentar directamente por sus agentes diplomáti 

cos o consulares, comisiones rogato1~as, si convenios -

establecidos entre los hstados interesados lo permiten, 

o si el ~stado en cuyo territorio haya de cumplimentar­

se la comisión rogatoria. no se opone ·a elloº 

Art. 16º- El cumplimiento de las comisiones rogat2 

rias no dará lugar a reembolso de costas o gastos de --

cualquier clase que sean. 

Sin embargo, salvo acuerdo en contrario el Estado­

requerido tendrá derecho de exigir del Estado requiren­

te el reembolso de las indemnizaciones pagadas a testi­

gos o peritos, así como de los gastos ocasionados por -

la intervención de un funcionario público, motivada por 

no haber comparecido voluntariamente los testigos, o de 

los gastos que resulten de la aplicación ~ventual del -

artículo catorce párrafo segundo"º (17) 
( 17) Goldschmidt Werner. Derecho Internacional Privado. 
Tomo III,págº 337, Editorial Ejea,1954 9 Buenos Aires. 
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Del convenio antes transcrito y en especial de su­

artículo noveno se deduce que son tres las formas de -­

transmisión de las comisiones rogatorias entre los Esta 

dos contratantes: 

la.- La que se verifi0a por medio del cónsul del -

Estado requirente a la autoridad que sea designada por­

el ~stado requerido. 

2ao- La diplomática. 

3a.- La Directa. 

Con relación a la primera podemos asentar que, da­

do el cúmulo de los asuntos que les están encargados a-

los funcionarios consulares, los trámites se hacen len­

tos, por lo que a nuestro modo de ver, no es la aolu--­

ción correcta al problema de la tranamisi6n. 

Por lo que respecta a la segunda forma de transmi­

si6n, o sea, a la de la vía diplomática, estamos en to­

tal desacuerdo. ¿ Porqué transmitir una comisión rogat2 

ria, la cual contiene una resoluci6n judicial por los -

largos y cansados trámites de la vía diplomática ? En -

efecto, a mas de que dicha vía es muy larga por una par 

te, como enseguida lo veremos, y por la otra la canti-­

dad de asuntr9 que les están encomendado~ a los funcio­

narios diplomáticos, por mucho interés que pongan en 

transmitir una comisión rogatoria no lo pueden hacer 

j; 
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con la celeridad que el caso requiere. 

h efecto de demostrar las consecuencias negativas 

de dicha vía, p6ngamonos a pensar si un juez mexicano­

quisiera exhortar al de otro país; el exhorto tendría­

que ser turnado, a efecto de que sean legalizadas las­

firmas O' las autoridades que lo expiden, al 8ecreta-­

rio de Gobernación, posteriormente tendría que ser le­

galizada la firma de este funcionario por el Secreta-­

rio de Relaciones Exteriores, después dicho ~ecretario 

lo enviaría a la embajada del Estado requerido, dicha­

embajada lo enviaría a su vez al Ministro de Relacio-­

nes de su país y, finalmente, de esa autoridad~ pasa-­

ría ya al juez encargado de cumpliment.ar y ejecutar la 

resolución dictada por el juez mexicano. Como se puede 

apreciar es demasiado largo el trayecto que tiene que­

recorrer un exhorto por la vía diplomática a efecto de 

que sea cumplimentado, con la pérdida de tiempo consi­

guiente e 

Finalmente la última forma de transmia16n es la -

más adecuada a nuestro modo de ver, en virtud de ser -

la que se realiza directamente entre la autoridad com­

petente del Estado requirente ~ la autoridad competen­

te del Estado requerido, a mas de no tener que pasar -

por los trámites administrativos que ya por su propia-
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naturaleza significan p~rdida de tiempo, nos parece ---

adecuada por las siguientes razones: 

a) Es la más rápidaº En efecto, este tipo de comu­

nicaci6n entre loa ~atados es la que dá la celeridad -­

que el caso requiere, en virtud de que únicamente inte~ 

vienen dos autoridades, la del ~atado requirente y la -

del Estado requeridoº 

b) Se cumpliría así con el principio universal y 

supremo consistente en que todo ordenamiento jurídico -

fué creado para regular la vida de relaci6n de un con-­

glomerado humanoº Fundamentamos tal razonamiento en el­

hecho de que toda comisión rogatoria requiere de cele-­

ridad y de efectividad ya que en ella se contiene una -

resolución judicial que es producto de un órden jurídi-. 
co estab¡ecido y por lo cual debe ser cumplida. 

c) Mediante la comunicaci6n directa se observarían 

los principios fundamentales que regul.an e inspiran el­

Derecho Procesal, mismos entre los que podemos mencio-­

nar los siguientes: el de economía y el de eficacia pr2 

cesalº Mediante el primero se establece que el proceso-

debe desarrollarse en el menor tiempo posible, consis--

tiendo el segundo en que el proceso debe desenvolverseJ 

sin causar perjuicios a quién se ve en la necesidad de-

promoverlo para ejercitar sus derechos o de acudir a él 

para la defensa de los mismos. 
( 42) 
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Por otra parte y ya para finalizar con este breve­

comentario sobre el convenio de La Haya de 1905, es de­

destacarse el artículo quince que deja la posibilidad -

de cumplimentar los exhortos y las cartas rogatorias a­

través de los agentes diplomáticos de los Estados requ! 

rentes en los t~rminos del propio artículo. 

En virtud de que el convenio de 1905 de La Haya -­

fuá considerado por muchos Estados miembros como derog! 

do en raz6n de que la guerra es una de las causas de -­

derogación tácita de los convenios internacionales, se­

vi6 la necesidad de que después de dos guerras y sobre­

todo la segunda guerra mundial de volver a'elaborar un­

instrumento semejante al de 1905º 

Para este efecto se elaboró el proyecto de conven­

ción sobre procedimiento civil en la misma ciudad de La 

Haya 9 el cual fué votado en 1951 convirtiéndose en con­

venio el 17 de abril de 1957, sin embargo hemos de acla 

rar junto con Miaja que este convenio sigui6 el mismo -

contenido del de 1905 9 incluso su misma numeración, es-

decir no hizo innovación escencial en la materia. Es de 

hacer notar que M~xico no ha suscrito ninguno de los 

dos instrumentos. (18) 

(18) Miaja de la Muela Adolfo. Derecho Internacional 
Privado, Tomo II, pág. 458, Madrid. 1963. 



Ahora bien, en latino américa el esfuerzo m~s 

grande, mejor dicho los principales esfuerzos que se -­

han realizado a efecto de llegar a un co11venio multila­

teral sobre la cumplimentaci6n y ejecuci6n de exhortos­

y cartas rogatorias procedentes de tribunales extranje­

ros, han sido: El Tratado de Nontevideo del afio de 1899 

la Convención de Derecho ~nternacional Frivado celebra­

da en la Habana eH febrero de 1928 y <:¡ue aceptó el Gódi 

go Bustamante y, el '.tratado de 1"1ontevideo del año de --

1940. 

~mpezaremos por hacer un analisis del Código bust~ 

mante, para después examinar conjuntamente los tratados 

de i•J.ontevideo, con el objeto de hacer una valoraci6n in 

tegral de los mismos, y ver si existe la posibilidad, -

en el caso de no discrepancia de normas substanciales,­

de reducir en un ordenamiento, para toda la Amórica, to 

do lo relativo a exhortos y cartas rogatorias. 

El Cddigo Bustamante fu~ aceptado por lo~ siguien­

tes países: Ecuador, Panamá, San ~alvador, Estados Uni­

dos de América, Perú, Guatemala, .l~icaragua, Uruguay, 

Colombia, Bolivia, Venezuela, Haití, Honduras, Costa Ri 

ca, ~anta Domingo, Brasil Argentina, f'aI'aguay, Chile, -

Cuba "J' México. Sin embargo cabe hacer notar, respecto -

del tema que nos ocupa, respecto a cidxico, que no se --

( 4 4) 



cumpli6 con lo preceptuado pbr el artículo 133 constitE 

cional, por lo que nunca tuvo vigencia en Néxico. 

En el citado convenio se establecieron las siguie!! 

tes bases~ 

"Art. 388.- Toda diligencia judicial que un Estado 

contratante necesite practicar en otro se efectuQrá me­

dian te exhorto o comisión rogatoria cursados por la vía 

9iplomática. Sin embargo los Estados contratantes po--­

drán pactar o aceptar entre sí en materia civil o crimi 

nal cualquiera otra forma de transmisi6n. 

Art. 389.- Al juez exhortante corresponde decidir­

respecto a su competencia ~ la legalidad y oportunidad­

del acto o prueba, sin perjuicio de la juri8dicción del 

juez exhortado. 

Art. 390.- El juez exhortado resolverá sobre su 

propi~ competencia ratione materiae para el acto que se 

le encarga. 

Art~ 391.- El que reciba el exhorto o comisión ro­

gatoria debe ajustarse en cuanto a su objeto, a la ley­

del comiten~e y en cuanto a la forma de cumplirlo a la­

suya propia. 

Art. 392.- El exhorto será redactado en la lengua­

del ~stado exhortante y será acompafiado de una traduc-­

cidn hecha en la lengua del bst~do exhortado debidamen-
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te autentificada por intérprete juramentado. 

Art. 393.- Los interesados en la ejecuci6n de los­

exhor~os y cartas rogatorias de naturaleza privada debe 

rán constituir apoderados, siendo de su cuenta los gas­

tos que estos ~poderados y las diligencias ocasionen". 

En la última parte del artículo 388 antes transcri 

to, se nota ya la preocupación de su elaborador por dar 

una mayor celeridad a la cumplimentación de las comisi2 

nes Togatorias , en virtud de que sin necesidad de con­

venios generales, sino mediante un simple acuerdo entre 

.dos o mas Estados interesados~ pueden dichos Estados -­

establecer fdrmulas más eficaces para el cumplimiento y 

ejecución de las citadas comisiones rogatorias, y permi 

tasenos insistir una vez mas, en la comunicaci6n direc-

ta como forma de transmisión entre los países y al mis-

mo tiempo expresar nuestra inconformidad con Roux, cita 

do por Arce, en relación con la cuestión que nos ocupa­

al decir· que "puede temerse que por ganar en rapidéz --

simplificando las formalidades se debilite el control -

de las autoridades superiores" y agrega, que para evi-­

tar esto "puede exigirse que una copia o el original de 

la comisión rogatoria se dirija siempre al mismo tiempo 

que a la autoridad judicial a la autoridad superior del 

Estado en donde ha de ejecutarse" (19) º No estamos de -

(19) Arce Alberto G. D~recho internacional Privado, Im-
prenta universitaria, GLladalajara, Jal, págº 377.-
1955. . ( 4 6) 
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acu_erdo con la idea de Roux, por las siguientes razo--­

nes: Es indudable que las personas investidas como juz­

gadores, representan instituciones judiciales creadas -

para interpretar y aplicar el derecho, por lo cual el 

Estado pone especial cuidado en determinar los requisi­

tos y exigencias que aquellos deben reunir para hacerse 

merecedores a dicha investidura entre las cuales figu-­

rari principalmente las de índole profesional ~' moral, -

mismas que constituyen el fundamento de las demás, lo -

que podemos comprobar si leemos las disposiciones que -

al respecto contiene la Ley Orgánica de los Tribunales-

. del Fuero Común, por lo que no hay necesidad de descon­

fiar del ju~z, que es a nuestro modo de ver, lo que --­

preocupa a Roux al exigir que una copia o el mismo ori­

ginal, se ~irija a la autoridad suprema del Estado. 

Ahora bien, haremos un análisis en conJunto de los 

Tratados de Montevideo de los aftos de 1889 y 1940 a 

efecto de alcanzar la finalidad que antes nos propusi--

mos. 

En el artículo 90. del Tratado de Montevideo de 

Derecho Procesal de 1889 se asienta que los exhortos y­

cartas rogatorias que tengan por objeto hacer notifica­

ciones, recibir declaraciones o practicar cualquiera -­

otra diligencia de carácter judicial, se cumplirán en -

( 4 7) 
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ejecución de los exhortos y cartas rogatorias podrán -­

consti tuír apoderados, siendo de su cuenta los gastos -

que estos apoderados y las diligencias ocasionaren"º 

El artículo 11 del tratado de 89 establece que los 
I 

exhortos y las comisiones rogatoriasse diligenciarán 

con arreglo a las leyes del país en donde se pide la 

eiecuci6n; y el artículo 13 del tratado de 40 expresa -

lo mismo adicionando que, si se tratará de embargos la­

procedencia de la medida se regirá y se deterfüinará por 

las leyes y jueces del lugar del procesoº La traba del­

embargo,su foima y la inemba~gabilidad de los bienes -­

denunciados a ese efecto se regirán por las leyes y se­

ordenarán por los jueces del lugar en dopde dichos bie-

nea estuviere~ situadosº 

El tratado de 1940 en su artículo 14' dá a la pers2 

na afectada con el embargo el derecho de aducir ante el 

juez ante quién se libr6 el exhorto una t~rcería perti­

nente con el dnico objeto de que sea comunicada al juez 

de origen. 

Tenemos que hacer notar que México no firmó ningu­

no de los tratados de Montevideoº 

Ahora bien, de lo antes transcrito podemos obser-­

var, que loa preceptos del Código Bustamante y los de -

loa tratados de Montevideo son semejantes, es decir, no 

(49) 



contienen diferencias de fondo, por lo que salvando --­

ciertos obstáculos de órden formal, sería de desearse y 

aquí lo proponemos, que se estableciera un sólo ordena­

miento para toda la América en el qu; se regulara lo ri 
lativo a exhortos y cartas rogatorias; consiguiendo así 

la uniformidad de todo un continente en una materia que 

es por demás importante según lo hemos justificado du-­

rante el presente estudio. 

B).- Naturaleza jurídica de los exhortos y cartas­

rogatorias. 

El estudio de la naturaleza jurídica de los exhor­

tos y cartas rogatorias, implica el análisis de cada -­

uno de·sus elementos para desentrañar su forma de ser -

en el campo del derecho, así como la finalidad que a -­

través de ellos se persigue. 

Un primer punto· de referencia lo constituye el si~ 

nificado del verbo exhortar, mismo que denota según el­

maestro Eduardo fallares "inducir de palabra o por es-­

arito a hacer algo". (20). Esa acción de inducir está -

relacionada directamente con un hacer jurídico-procesal 

por parte de quién es exhortado, es decir por una auto­

ridad judicial. Ahora bien, el hacer jurídico procesal-

de que antes hablamos, consiste en la práctica de algu- .... 

'20) Pallares Eduardo, Diccionario de Derecho Procesal-
Civil, pág. 320, Editorial Porrua, S A. Mdxico, --
1963. 
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na diligencia judicial que deba tener lugar den~ro de - . 

la jurisdicción del juez o tribunal que ha sido exhort~ 

do, entendiéndose por diligencia judicial, todos aque-­

llos actos de carácter jurisdiccionalpor medio de los -

cuales se dá cumplimiento o se ejecuta lo ordenado por­

un juez. El hecho de que uno o varios actos procesales­

deban tener lugar dentro de la jurisdicci6n del juez 

exhortado, se deriva de la necesidad motivada por la 

concurrencia de factores inherentes a la multiplicidad­

de las relaciones sociales existentes, lo que motiva --

que en ocasiones las resoluciones judiciales hayan de -

cumplimentarse en una esfera competencial distinta a -­

la del territorio donde fueron dictadas, ya que las fa-
1 cultades de los organos a quienes se encomienda la ad--

ministraci6n de justicia , comprenden sólo un determin~ 

do radio territorial de adción, y en vista de que sería 

ins-0stenible que la actualizaci6n del derecho se obsta­

culizara por la presenci~ de tales supuestos competen-­

ciales 9 surge la necesidad fundada en los altos intere­

ses del órden jurídico, de que dichas resoluciones ten­

gan plena realización y eficacia material~ 

Es necesario tomar en cuenta que ese inducir a ha-

cer uno o varios actos procesales tendientes a ejecutar 

lo ordenado por el juez o tribunal exhortante, se con--

( 51) 
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tiene en un documento público, mismo por el que, en tér 

minos generales, entendemos aquél que es autorizado por 

un funcionario que tiene fé pública, con los requisitos 
. 

formales que señalan las leyes. Aplicado tal concepto -

al subtítulo q~ tratamos toma el nombre de oficio: "dg 

cumento firmado y expedido por un funcionario público -

en el ejercicio de sus funciones y en el que se ordena­

algo o comunioa alguna resolución o trámite" (21). En -

efecto el oficio que contiene un exhorto debe mencionar 

lo-siguiente: a) nombre, categoria y firma de quién pr! 

side el órgano jurisdiccional que lo expide; b) el nom­

bre, categoría y residencia del titular del órgano ju-­

risdiccional a quién. se dirige; c) la inserción de la -

resolución judicial que determina los actos procesales­

que habrán de efectuarse; d) nombre y domicilio de la -

persona o personas a quienes habrá de practicarse la di 
ligencia judicial; y, e) todas aquellas i~1serciones y 

anexos que se requieran para la mejor cumpli'mentación 

de la resoluci6n judicial de que se trate. 

Establecido lo precedente,. ya es'tamos en condicio­

nes de proporcionar una noción concreta de los exhortos 

.Pero antes estimamos necesario aclarar que si bien no -

hemos hecho mérito a las cartas rogatorias, es en razón 

(21) Pallares Eduardo 9 obra citada, pág. 542 
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de que las mismas participan de' la naturaleza jurídica­

de los exhortos, con la única característica propia de­

que su nombre se emplea en el ámbito del derecho inter­

nacional, denominándose así porque la comunicaci6n se -

hace en forma de ruego 9 de súplica, no debiendo por ta!! 

to contener ninguna 6rden o imperativo ya que como vi-­

moa al estudiar el concepto de soberanía cada Estado es 

soberano lo que en el trabajo que nos ocupa significa -

que no se le puede dar una 6rden a efecto de que cumpla 

una comisión rogatoria procedente del extranjero; ya --

que si bien es cierto que,· es necesaria su cumplimenta­

ción y ejecución en virtud de la limitación territorial 

a que están sujetos los órganos que las pronuncian, por 

una parte 9 y por la otra por el interés que para la pr2 

pia comunidad internacional supone el buen funcionamieR 

to de la administración de justicia, no es menos cierto 

que cada Estado de esa comunidad a que nos acabamos de-: 

referir, es soberano. 

Segdn Romero.del Prado, "se entiende por comisión-

rogatoria en derecho internacional el requerimiento o -

suplica dirigido por un juez al de otro país pidiéndole 

' ¡ qtle practique algún acto de procedimiento en interés de 

1 ¡ la justicia 9 puede decirse que tiene por objeto la prá~ 
¡ 
· tica de una diligencia de instrucción, la petición de -¡ 
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datos o documentos, la comprobación de escritura o cua• 

lesquiera otra clase de prueba, la citación de testigos 

o llamamiento de otras personas, ante el tribunal exhor 

tante o la detenci6n de alguién reclamado por la justi­

cia". (22) 

De lo antes expuesto nosotros entendemos por exhor 

to o comisión rogatoria lo siguiente: El oficio en el -

que ee contiene una súplica que remite el juez de un -­

Estad(). al de otro Estado, a efecto de que este último -

practiq~~ alguna diligencia de carácter judicial. 

(22) Romero del ~rado Víctor N. Derecho Internacional -
Frivado. Tomo III, págº 378, Editorial Assandri, 
Buenos Aires, 1961. 
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CAPITULO IV~- DE LOS REQUISITOS DE LOS EXHORTOS Y­
CARTAS ROGATORIAS PARA·su CUMPLIMEN­
TACION EN LOS ESTAnos UNIDOS MEXICA­
NOS 9 PROCEDENTES DEL EXTRANJERO. 

A).- Regulaci6n en el Derecho Positivo Mexicano. 

En este .capítulo vamos a ver cuáles son las leyes­

y cuales los preceptos que regulan dentro' del derecho -

positivo Mexicano, lo relativo a la cumplimentación y -

· ejecuci6n de las resoluciones judiciales pronµnciadas·­

por tribunales extranjeros a través de los exhortos y -

las cartas rogatorias. 

Nuestra Carta Magna estatuye que sus normas, las -

ieyes del vongreso de la Uni6n que emanen' de ella y to­

dos los tratados acordes con la misma, celebrados y que 

se celebren por el Presidente de la República, con apr~ 

bación del Senado, serán la ley suprema de toda la 

Uni6n, agregando, que los jueces de cada Estado se a--­

rreglarán a sus disposiciones y a dichas leyes y trata-

dos, a pesar de las que en contrario pueda haber en las 

constituciones o leyes de loa propios Estados. 

De tal ,atatuto se derivan los siguientes princi--

pios: 

1.- La constituci6n política, los tr~tados y las -

leyes federales, constituyen la ley fundamental del --­

país, y 

2.- La~' demás disposiciones legales que se emitán~ 
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deberán ajustarse a las mencionadas en el apartado que-

antecedeº 

Es pertinente observar y hacer resaltar que los --

exhortos procedentes del extranjero gozan de la efica--

cia que les conceden los tratados respectivos en virtud 

de que a los mismos se les reputa, como acabamos de ver 

la norma suprema de nuestro territorio, en tanto que -­

estén de acuerdo con la constituciónº 

~or lo que respecta a nuestro país no tiene cele-­

brado tratado alguno con otro Estado. 

A falta de tratados, por lo común se acude a la --

reciprocidad internacional, a efecto de· determinar la -

validéz y eficacia que ha de darse a las resoluciones -

judiciales pronunciadas por tribunales extranjeros a -­

través de exhortos y cartas rogatorias. 

Por lo que hace a la reciproc.idad internacional 9 -

representa a nuestro juicio una limitación criticable -

desde el punto de vista de los ideales de la comunidad­

.jurídica internacional. En efecto, a este particulsr, -

es necesario tomar en consideraci6n la existencia inne-

gable de un principio universal y supremo inherente a -

todo ordenamiento jurídico, a saber: el derecho emanado 

del poder del Estado, fué creado para regular la vida­

de relación de un conglomerado humano dentro de un ór--
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den justoque hiciera posible la consecución de sus me-­

tas o Efectivamente a medida óe que el hombre se percató 

de que' sin la existencia de límites a su conducta la vi 

da gregaria se hacía insoportable, surgió la necesidad­

apremiante de establecer a través de fórmulas silogísti 

cae mandatos y prohibiciones que encauzaran los diver-­

sos aspectos que ·presentan las relacione~ interhumanaa. 

Al respecto, el maestro Ignacio Burgoa, escribe; "La --

vida social del ser humano es siempre un constante con­

tacto con los demás individuos miembros de la sociedad, 

equivaliendo por tanto, a relaciones de diversa índole, 

sucesivas y de reparación intermin~ble. Ahora bien 9 pa­

ra que la vida en común sea posible y pueda desarrollar 

se por un sendero de 6rden 9 para evitar el caos de la -

sociedad, es indispensable que exista una regulaci6n -­

que encauce y dirija esa vida en comun, que norme las -

relaciones humanas y soci alea; en una palabra, es mene_! 

ter que exista un derecho 9 concebido formalmente como -

un conjunto dispositivo".(23) 

Ahora bien, sea cual fuere la organizaci6n políti­

ca, económica y social que adopte uno u otro ~stado, -­

es absolutamente cierto 9 que el derecho por ellos esta­

blecido está fundado necesariamente en el principio su­

(23) Burgoa Ignacio. Las Garantía.a lndi viduales, pág º 18 
Editorial ~orrúa, México, 1965. 
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premo, universal e inmutable, de regular la vida de re­

laci6n a fín de hacer posibl~ la coexistencia social y­

la consecución de las metas tanto individuales como co­

lectivas. :Por tál raz6n el hombre ti ene la seguridad -­

que le proporciona el derecho de que su persona, fami-­

lia, propiedades, posesiones y derechos les serán garan 

tizados contra todo ataque violento y arbitrario. 

Por lo anteriormente tratado en los párrafos que -

preceden, deducimos que la funci6n de más importancia -

desarrollada por el Estado, es precisamente la funci6n­

jurisdiccional, misma por medio de la cual el Estado h! 

ce cumplir Sl derecho a través de sus órganos competen­

tes en cada caso concreto que le es planteado. Far tál­

motivo la comunidad internacional debe interesarse, a -

nuestro modo de pensar en que todas y cada una de las -

resoluciones judiciales pronunciadas por los tribunales 

de un determinado Estado, puedan cumplimentarse y ejec~ 

tarse en el territorio de 'otro sin más limitaciones --­

que los requisitos estrictamente necesarios, toda vez -

que tál cuesti6n representa la materialización en el ám 

bito internacional de los principios antes expuestos. -

Es así como la cumplimentación de resoluciones judicia­

les contenidas en exhortos y cartas rogatorias no deben 

sujetarse a la reciprocidad internacional por razón de-
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que .el respeto al 6rden jurídico, así como a los al tos­

fines que a trav~s de 'l se propuso el hombre, están -­

muy por encima de un requisito por demás egoísta y ca-­

prichoso como es el de la reciprocidad. Por ello concl~ 

imos en que los Estados que forman parte de dicha comu­

nidad, establezcan ya en sus propias codificaciones, o­

bien por medio de trat~dos, la obligaci6n de cumplimen­

tar y ejecutar los exhortos y cartas rogatorias, ya que 

las resoluciones judiciales contenidas en ellos, repre­

sentan la concretizaci6n del derecho a lo cual aspir6 -

el hombre al crear como baluarte de su libertad el 6r--

den jurídico mismoº 

B).- Requisitos según el ~erecho Positivo Mexica--

no. 

En cuanto a los requisitos que deben contener las­

resoluciones judiciales pronunciadas por tribunales ex­

tranjeros para que puedan ser cumplimentadas en México,: 

es importante determinar cuál es el ordenamiento proce-
1 

sal que las rige y para ese efecto es necesario hacer -

un estudio oe las facultades concedidas por la Consti-­

tuci6n al Poder Federal y las -0orrespondientes a las en 

tidades locales en virtud del principio contenido en la 

misma constitución relativo a que las· facultades que 

no estén expresamente concedidas a los funcionarios fe-
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derales, se entienden reservadas a los Estadosº· 

Seguiremos, con el fín de solucionar el anterior-­

problema a Siqueiros quién establece; 11 .Pueden seguirse­

dos sistemas: el tradicional esbozado por la misma con~ 

tituci6n de los ~stados Unidos y cuyo modelo hemos se-­

guido, en el sentido de otorgar a los ~atados todas a-­

quellas facultades que no hayan sido cedidas expresameE 

te a la Federaci6n, y el otro que adopta Canadá en que­

e 1 liobierno ~·ea eral se reserva el número de facultades-

necesarias para el ejercicio de su soberanía y cede el­

resto a los Estados. Esta división o reparto constitu­

cional de las facultades tiene importancia práctica ---

precisamente un procedimiento inverso. Es decir'· si de!!_ 

tro de las facultades cedidas expresamente a los ~sta-­

dos ~iembros de la ~ederaci6n no se incluye la facultad 
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cuyo problema se plantea. De no estar incluidas caería­

necesariamen te dentro del ámbito de las facultades Fede -
rales. 

El sistema consagrado por nuestra constituci6n, en 

su artículo 124, es en el sentido de que las facultades 

que no hayan sid~ cedidas expresamente a los funciona-­

ríos de la l!'ederación, se entenderán reservadas a los -

Estados. Esto quiere decir que todas aquellas faculta-­

des ·no comprendidas expresamente en el artículo 73 de -

nuestra ley fundamental se considerarán apartadas a los 

Estados". (24) 

Ahora bien, después de un minucioso análisis de 

los artículos de nuestra Uonstituci6n nos es posible 

afirmar que dentro de la misma, no existe texto expreso 

que reserve a la Federaci6n la competencia para regular 

lo relativo a los requisitos tanto de 6rden formal, co­

mo de fondo a efecto de dar cumplimiento a las resolu--

ciones jGdiciales contenidas en exhortos y cartas roga­

torias~ t pronunciadas. por tribunales extranjerosº For­

este motivo se ha pensado que estas cuestiones se en--­

cuentran dentro de la competencia de los Estados y es -

por lo anterior que tradicionalmente dichos Estados han 

legislado sobre la materia que nos ocupa. 

(¿4) Siqueiros José Luis. ~os Uonflictos de Leyes en -­
el Sistema Constitucional Mexicano, págs. 18 y 19 
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Tómando en consideraci6n lo que antes acabamos de­

·exponer y en un sistema como el nuestro donde el Foder­

Federal está dotado de facultades expresas la duda debe 

resolverse definitivamente en favor de los Estados. 

Es por todo lo anterior que consideramos infunda-­

das las opiniones que se vierten en el sentido de que -

el problema que nos ocupa se encuentra reservado a la -

legislaci6n federal 9 por tanto estamos en desacuerdo -­

con Arce, en virtud de que se funda en que l'a frac·ci6n-

XVI del artículo 73 Constitucional faculta al Congreso­

de la Uni6n para dictar leyes sobre nacionalidad, candi 

ci6n jurídica de los extranjeros (25). Siendo que la 

ejecución de las resoluciones judiciales extranjeras es 

un problema diverso a la condición jurídica de los ex-­

tr_anjeros. 

Se basan también en qµe el_Código de frocedimien-­

tos Uiviles del Distrito y Territorios Federales conti~ 

ne una sección que habla a·e la e jecuci6n de las senten­

cias y demás resoluciones judiciales dictadas por los -

jueces y tribunales del extranjero y que dentro de di--

cha secci6n se encuentran varios preceptos que hablan -

de que 11 sólo tendrán fuerza en la República Mexicana~. 11 

y no exclusivamente en el Distrito y Territorios Fede--

(25) Arce Alberto G. Derecho Internacional Privado, pág 
273, 3a. edición, Imprenta Universitaria,Guadalaja 
ra, 1960. -
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rales. 

· Consideramos que se encuentra un error en dicho --

precepto legal, ya que el C6digo anteriormente citado -

es un ordenamiento local, que s6lo tiene vigencia den-­

tro del perímetro que acota esas entidades es decir, -­

dentro del ~istrito y Territorios y no en todos· los Es­

tados de la Federación. Por esta razón estimamos que di 

cho cuerpo legal se excede en su competencia al referir 
. -

se en su precitado artículo "a la ~epáblica Mexicana" -

puesto que un Código con vigencia espacial limitada, no 

puede contener normas con pretensiones de valid~~ para­

toda la federación. Por lo tanto dicho precepto debería 

. restringirse 11 al Distrito y Territorios .i!
1ederales", co-

mole corresponde. 

1) Requisitos de forma. 

Tales requi~itos son los siguientes: 

lo.- Que se ajusten a las formalidades establecí-­

das por el Código Federal de Procedimientos Uiviles, --

las cuales son: 

a).- Se remitirán por la vía diplomática al lugar-

de su destino. Las firmas de las autoridades que los -­

expidan serán legalizadas por el Secretario de Goberna­

ci6n y la de este Funcionario por el Secretario de Rel! 

ciones Exterioresº 
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b).- No será necesaria la legalizaci6n, si las --­

leyes o prácticas del país a cuyo tribunal se dirige el 

exhorto 9' no estable ce ese re qui si to para documentos •de­

igual clase. 

e).- Respecto de las naciones, cuya legislación lo 

autorice, el e~orto se remitirá directamente por el 

tribunal o juez exhortante de la república, al exhorta­

do si11 mas legalización qw la exigida por las leyes, -­

del país en el cual se debe cumplir. 

d).- Los exhortos que se dirijan a los tribunales­

de la república, podrán enviarse directamente por el -­

tribunal o juez exhortante al exhortado, bastando que -

sean legalizados por el Hinistro o C6risul· Mexicano resi 

dente en la Nación o lugar del tribunal exhortante. 

e).- La práctica de diligencias en países extranje 

ros podrá también encomendarse a los ~ecretarios de Le­

gaci6n y a los Agentes consulares de la república si lo 

pidiere la parte ·que los promueva, caso en el cual el -

exhorto legalizado por la Secretaría de Gobernación se­

remi tirá a su destino por conducto de la de Relaciones­

Exteriores. 

f)o- ~inalmente para el caso de que el ex~orto o -

la comisi6n rogatoria en su caso se haya extraviado o -

destruído, creemos 4ue tiene aplicación lo dispuesto --
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por el artículo 213 del ordenamiento federal que esta--

mos examinando, el cual dispone: "En los casos en que -

se haya extraviado o destruido el documento público o -

privado, y en aquel en que no pueda disponer, sin culpa 

alguna de SQ parte quién debiera presentarlo ~ benefi--. 

ciarse con él, tales circunstancias pueden acre~itarse- · 
.•. 

por medio de testigos, los que exclusivamente servirán-

para acreditar los hechos por virtud de los cuale~ no 

puede la parte presentar el documento, mas de ninguna -

manera para hacer fé del contenido de éste, el cual se­

pro bará s6lo por co11fesi6n de-~·1a contraparte y, en su -

defecto por pruebas de otras clases aptas ·para acre.di-­

tar direc·tamente la existencia de la obligación o de ia 

excepción que debía prob~r por el documento, y que el -

acto o contrato tuvo lugar, con las formalidades exigi­

das para su valid,z, en el lugar y momento en que se 

efectúo". 

2oq~ Que llenen los requisitos para ser consideía-

das como aut~nticasº La autenticidad se refiere dnica--

mente a la certeza de la autoría de la resoluciónº 

30.- Si la resoluci6n a cumplimentar se encuentra­

redactada en i9ioma extranjero, deberá presentarse ad-­

jun'ta una .traducción, con la cual se mandará 'da!' vista• 

a la contraria a efecto de que manifieste si está con--
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forme o no con ella. En caso de que no lo esté el tribu 

nal designará traductor. 

2) Requisito~ de fondoº 

El Código de Procedimientos Civiles del Üistrito y 

Territorios ·Federales establece cu~les son los requisi­

toQ que deben contener las ejecutorias y demás resolu-­

ciones judiciales extranjeras a efecto de que tengan --

fuerza en el Distrito y Territoriosº Tales requisitos -

son los que a continuación enumeramos: 

lo.- Que hayan sido dictadas a consecuencia del -­

ejercicio de una acción personal. 

l Las acciones personales son aquellas, que como su-
¡ 
1 nombre lo indica, tienen por objeto el exigir el curnpl! 
l ¡. 
J miento de una obligación de la misma naturaleza, es de-

cir, personal y que son tantas cuantos derechos persa--

nales puedan existirº A las anteriores se les.oponen --

las acciones reales, que son aquellas que habiendo naci 

do de un derecho real 9 se exige mediante ellas el cum--

plimiento de una obligaci6n del mismo tipo. 

l?or tanto haciendo una interpretación de tál requi 

sito no se deberá ejecutar la sentencia cuando ésta ha­

ya siQ,o dictada a consecuencia del ejercicio de una·ac­

ci6n real. El anterior requisito encuentra su fundamen­

to en el principio universalmente reconocido de que los 
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inmuebfe's se rigen por la ley del lugar de· su ubica---­

ci6n, y por lo tanto para el conocimiento de lás.a9cio­

nes reales que sobre dichos inmuebles se pretenda· ?edu­

cir, el juez competente es el del lugar en ·donde se en-

'cuentre la cosa en virtud de que se ha considerado que-

los inmuebles son el elemento constitutivo del Estado,­

y siendo el territorio el ámbito espacial de la sobera­

nía, como lo asent~mos en el ca~ítulo relativo, por ra­

zones obvias y de derecho público no puede permitirse -

que una ley o tribunal extranjero, intervenga en .esta -

materia, ya que de otro modo pondría en peligro la in-­

dependencia, la soberanía y la existencia de un Estado. 

2oº- Que la.obligaci6n para cuyo cumplimiento se -

haya procedido sea l~cita en la República. 

For lo que hace al término de república que emplea 

la ley, nos remitimos a lo antes dichoº 

for lo que hace a este requisito, se deduce que no 

debe ser contraria a los principios proceaai'.~~·:· de nues-
~ ··~· ,. ,. . . 

tra legislación, ni asimismo desprenderse que la obligª 

ci6n sea contraria a las normas prohibitivas, al 6rden­

público o a las buenas costumbresº 

A efecto de determinar qué es lo que se entiende -

por 6rden público, los juristas se han enfrascado en -­

muchas discusiones en torno a dicho concepto, y tanto -
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ello~ como la literatura jurídica de diversos . pa1ses 1 -

han e e1 tado en desacuerdo. A d t cho eo:uce pto se Je h~1 ata 

cado por uu vaguGdad ~ impr~Bici6n ya que no obutante -

todos loG estud:ios gue s.s llau reaU~rndo a efecto de oll-

¡ 
1 tener una definición clara y precisa. han resultado in~ 
j 

i t:Lles. Gin e:nb~3.rgo pod;:rnos df:c:L::· que la función que cum 
--\ 

ple este concepto es dnica y exclusivamente, la de una-

excq .. ci6n para no ,aplien1' una J.cy extranjera o rccono--

cer urw sentencia dictada conforme a <.:1la, cuand d <: Le. 

aplicaci6n de esa ley o del r~conocimiento de tál sen--

tencia pudisse seguirse un grave pe!';juicio a los pr·j.n--

cj.pio~ morales o a los intereses vital(u del país de --

aplicación o de ejecuci6n, er~ el presente caso N4xico,-

sentencia dictado por un tribunal extranjero que pudie-

ra poneY en peligro el bienestar de la ooleuL1v1dad, 

ar:~tf; eDta Gituaci611 hay quu recun·i1 a un lcmsdio di; 

d f' 
e~. e nsa. social y este remedio, no LB otro, ~ue la no---

. , • ' ,. l .. ·1 • 1 1 . ; 1 . ' ·1 'l C:J.Otl oe 01'1).en p11ü .•. ico ,¡:; . cual í;VJ.ti:Jra e . po~n u_c tri:_ 

• • > .• t . t . l ~¡c:c1::~.:10.n •lt; l.D. DUl ·enciu ex ran;!er·a. 

t-:i'tHS (.;(,XJ(:f pcio.n\':S' Ullf). ~1e ':nc:.1ui:1;ra admi t.:l -
~s en Todos los sietsmas de normas uonflictualEs, la 
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inaplicabilidad de leyes inspiradas en concepciones mo­

rales, en su ma~ amplio sentido que ·comprende la moral­

religioca y la econ6mica, contrarias a las vigentes en­

el país del juez. Tal excepción es la conocida c6n el -

nombre de órden publico, claúsula de reserva, (verbehal 

stklausel) o public policy". (26) 

Ahora bien, por cuanto hace a lac buenas costum--­

bres la autoridad de la sentencia extranjera puede ha-­

llar también una justa limitación, cuando de reconocer­

se su eficacia dentro del territorio nacional, se ata--

que a las buenas costumbres. 

Esta limitación cae dentro del 6rde11 público, pues 
. -

to que el mantener incólumes los principios morales que 

según el sentimiento general y las ideas reinantes en--

nuestro país, se consideran necesarios para proteger la 

vida moral del pueblo. Es por tanto una cuestión que 

atañe al órden público. 

Siendo esencialmente distinto el derecho del Esta-

do del de la iglesia, es evidente que la soberanía no -

puede· tener ningún interés directo e inmediato en con--

I servar el principio moral religioso, pero si puede exi-

gir que no se ofenda el sentimiento moral tal como exis 

te en la conciencia de todos y cadu uno de los ciudada-

( 26) Miaja de la Muela Adolfo. J)ere cho Internacional 
l?rivado, Tomo I, pág. 359, 4a. edici6n, Madrid, 
Atlas, 1966. 
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nos. 

3o.- Que haya sido emplazado personalmente el de-­

mand~do para ocurrir al juicio. 

Consideramos que una interpretaci6n estrictamente­

gramatical de este requisito, tal y como está en la ley 

sería insuficiente, por tanto y a fín de dar una inter­

pretación lógica, vamos a analizarlo aunque sea breve-­

mente. 

En la legislación positiva de todo país civilizado 

se reconoce como un principio del derecho procesal mo-­

derno que durante la tramitación de un juicio las par-­

tes han de gozar de ciertas garantías que debe11 ser --­

inexorablemente cumplidas por el juzgador. 

Dentro de nuestro derecho el artículo 14 constitu­

cional dispone: 

" .A ninguna ley se dará efecto retroactivo en per­

juicio de persona alguna. 

~adie podrá ser privado de la vida, de la libertad 

o de sus pru_piedades, posesiones o derechos, sino me-­

diante juicio seguido ante los tribu.rrn.les previamente -

establecidos, en el que se cumplan las foimalidades 

esenciales del procedimiento y conforme a las leyes ex­

pedidas con anterioridad al hecho. 

~n los juicios del 6rden criminal queda prohibido-
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imponer, por simple analogía y aún por mayoría de raz6n 

pena alguna que no est~ decretada por una ley exactamen 

te aplicable al delito de que se trata. 

En los juicios del 6rden civil, la sentencia defi­

nitiva deberá ser conforme a la letra, o a la interpre­

tac16n jurídica de la ley y a falta de ésta se fundará­

en los principios generales del derepho". 

En el artículo antes transcrito, se encuentra en-­

tre otras, la garantía de audiencia, la cual tiene for­

zosamente que cumplirse en la resoluci6n judicial que,­

pronunciada por un juez extranjero,deba cumplimentarse­

y ejecutarse en M'xico. 

Creemos que a través de esta garantía toda persona 

encuentra una verdadera protecci6n a sus intereses. De­

igual manera opina el maestro .burgoa al decir: "La ga-­

rantía de audiencia en nuestro actual artículo 14 cons­

titucional, se integra, según hemos afirmado, mediante­

cuatro garantías específicas de seguridad jurídica, ne­

cesariamente concurrentes, y que son: el juicio previo­

al acto de privación; que dicho juicio se siga ante tri 

bunales previamente establecidos; el cumplimiento o la­

observancia de las formalidades esenciales; y la deci-­

si6n ajustada a las leyes vigentes con antelaci6n a la­

causa que origina el juicio. Formándose la garantía de-
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audiencia mediante la conjúnci6n indispensable de ta--­

les cuatro garantías específicas, que posteriormente es 

tudiaremos, es evidente que aquélla es suceptible de 

contravenirse al violarse una sola, por lo que merced a 
, 

la íntima articulaci6n que existe entre ellas el gober-

nado encuentra en el segundo párrafo del artículo 14 -­

constitucional una verdadera y a6lida protecci6n a sua­

bienes jurídicos integrantes de su esfera subjetiva de­

derecho". (27) 

Sin embargo no dejamos de reconocer que hay otras­

garantías las cuales también deberán de cumplirse, para . ' . . 
el efe,cto de que sea ejecutada en México una resolución 

extrafta, sin embargo, dnicamente hacemos referencia a -

élla, dada la naturaleza del requisito en exámen. 

cia 

nes 

El derecho positivo, la doctrina y la jurispruden-

de los diversos países difieren en sus apreciacio­

sobre el mínimo de derechos de que debe haber goza-

do el demandado ante un tribunal extranjero, pero es in 

dudable que hay una serie de derechos conceptuados como 

fundamentales, en todas las legislaciones para evitar -

que el demandado quede en estado de indefensión en un -

litigio, tales como: 

a).- Emplazar personalmente al demandado para que­

(27) Burgoa ~gnacio. Las Garantías ~ndividuales, pág.--
469 y 470. Editorial ~orrúa,México, 1965. 
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comparezca ante el juez de la causa a oponer las excep­

ciones y defensas que tuviere, para la protecci6n de -­

sus intereses. 

b).- Conceder un término razonable a dicho demand! 

do para presentarse a juicio. 

c).- El demandado debe comparecer a juicio una vez 

que ha sido emplazado; en caso contrario, se le declar! 

rá rebelde. 

d).- Asimismo tiene derecho a ofrecer pruebas, a -

efecto de acreditar sus excepciones y defensas que ha -

hecho valer. 

e).- Tambi~n tiene derecho a alegar. 

f).- Finalmente tiene derecho a una sentencia. 

En fín, un punto aceptado por las numerosas legis­

laciones sobre este aspecto, es que en el proceso ex--­

tranjero, el demandado naya sido debidamente notifica­

do y haber tenido la ~üsibilidad de defenderse. 

Qin embargo, puede suceder que a pesar de lo esta­

blecido en la legislación positiva de un Estado, los -­

tribunales del mismo sigan una causa en la que se quc-­

brf.mten las garantías mínimas que se otorgan al deman-­

dado y que de tal litigio se obtenga una sentencia con­

la pretensión de que surta sus efectos en M~xico. Es de 

indiscutible equidad que a una resolución de este tipo-
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se le niegue el exequatur, o sea la posibilidad de que­

sea ejecutada en nuestro país, pues si un ordenamiento­

jurídico aceptará la ejecuci6n de una sentencia extran­

jera sin exigir un p·evio exámen para constatar que el-

órgano que la dictó ha respetado los derechos básicos-

que al demandado se le reconocen dentro del proceso mo­

derno, seria un absurdoº 

Fara finalizar el análisis de éste requisito, ere~ 

moa por lo tanto que no basta con que el demandado haya 

sido emplazado personalemente para ocurrir al juicio, 

sino que es necesario además que se cumpla con lo que 

hemos dejado enumeradoº 

4o.- Que sean ejecutorias conforme a las leyes de­

la Naci6n en que se hayan dictadoº 

La mayor parte de los Estados coinciden todos 

'llos en exigir que las sentencias extranjeras que de--

ban cumplimentarse dentro de su territorio, sean defin3:_ 

tivas, se encuentren firmes, es decir con autoridad de-

cosa juzgada, o sea, que debe resolver definitivamente-

y con certeza las cuestiones debatidas durante el liti­

gioº Dicho de otra manera la sentencia debe ser final y 

conclusiva sobre los puntos controvertidos. 

La cosa juzgada se ha dicho presenta dos aspe~tos: 

a).- Inimpugnabilidad, o lo que es lo mismo que no 
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se puede combatir y recibe el nombre de cosa juzgada -­

formal. 

b).- Indiscutibilidad, o sea, como su nombre lo i~ 

dica ya no se puede discutir y recibe el nombre de cosa 

juzgada substancial. 

La primera de éllae produce la no impugnación de -

la sentencia y como consecuencia la summa preclusio, en 

tanto que la segunda se refiere a la indiscutibilidad -

de la misma , es decir, que no se puede volver a plan-­

tear en una demanda una acción en donde haya identidad­

en las cosas, las causas y las personas de los litigan­

tes y la calidad con que lo fueron. 

Mucµos autores han discutido acerca de la naturale 

za jurídica de la cosa juzgada; se han vertido muchas -

opiniones las cuales sería largo enumerar y que excede­

rían al objeto del presente trabajo; es por lo anterior 

que Unicamente examinaremos 9 aunque Sea brevemente, la­

justificaCiÓn de tál institución. 

~videntemente la cosa juzgada contiene una verdad­

formal, pero dicha verdad, no se puede concebir que va­

ya a prevalecer sobre la verdad real, por tanto, nos 

encontramos dos intereses. El interés que representa la 

justicia y el interés representado en la seguridad. Si­

consideramos válido el primero 9 tenemos que admitir que 
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en cualquier momento puede ser discutida la cosa juzga­

da; en tanto que si consideramos verdadero el segundo,­

tendríamos que concluir que la cosa juzgada ya no se p~ 

dría discutir en virtud de la seguridad que deben cont~ 

ner los actos jurisdiccionales. ~os inclinamos por con­

ceder importancia al interés que representa la seguri-­

dad, independientemente de que sea una verdad o no, el­

derecho siempre tendrá que prevalecer. 

Por otra parte la decisión sobre si una resolución 

emanada de tribunales extranjeros disfruta el carácter-

de una sentencia firme y ejecutoria, plantea un proble­

ma que en derecho internacional privado se conoce con -

el nombre ''Conflicto de Calificaci6n" que estriba en la 

investigación de la naturaleza jurídica de una institu­

ción determinada, que en este caso particular es la sen 

tencia extranjera. (28) 

Asi como cada país posee sus propias reglas para -

solucionar las cuestiones donde interviene el elemento-

extraño~ de la misma man~ra cada país asigna tal o cual 

naturaleza jurídica a unainstituci6n en concreto, lo --

que da wotivo a diferentes calificaciones por parte de-

los Estados y crea conflictos que es necesario resol---

vero 

(28) Niboyet J.Pº Derecho Internacional rrivado,págso--
344 a 349. 
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Si por ejemplo a un tribunal se le presenta una r! 

solución que debe cumplimentar y que de acuerdo con la­

legislacidn del país de orígen debe ser conceptuada co-

mo una sentencia definitiva, inexpugnable y con autori­

dad de cosa juzgada, pero que aplicando el derecho na-­

cional aún no adquiere dichas cualidades se plantea un­

conflict o de calificaci6n, puesto que en dos legislaci2 

nea estiman en forma diferente la categoría jurídica -­

(iue a una misma institución correspondeº 

En virtud de lo considerado cabe preguntarse: ·Con 
(, -

forme a qué ley se ha de asignar lR cualidad de senten-

cia definitiva a una resoluci611 jurisdiccional extranj~ 

ra Jl º ¿Con arreglo a cuál ordenamiento jurídico posi ti­

vo J estimará el tribunal de aplicación si la sentencia­

po~ee las condiciones necesarias para considerarla eje-

cutoria ?º ¿ El conflicto debe resolverse de acuerdo 

con lo que disponga la lex fori ?. ¿ O bien al tenor de 

lo que prescribe la legislación de origen ?. 

La regla general en relaci6n a calif~cacionés, 

aceptada por el derecho internacional privado, es la de 

aplicar la lex fori, o sea, la ley nacional del tribu-­

nal que conoce del asunto, para determinar la naturale­

za jurídica de cualquier institución. 
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CAPITULO Vo- CUMFLIMENTACION Y EJECUCION DE LOS -­
EXHORTOS Y CARTAS ROGATORIAS PROCEDEN 
TES DE TRIBUNALES EXTRANJEROS. -

A) 0 -Facultades de los jueces a quienes se encomie~ 

da la ejecuci6n de los exhortos y cartas rogatorias. 

En lo que corresponde al subtítulo de que tra 

tamos ea conveniente hacer notar que por principios de­

rivados de la autoridad e inestidura del 6rgano juris-­

diccional de que emana la resoluci6n contenida en un 

exhorto o carta rogatoria el juez exhortado no tiene f~ 

cultades para entrar a la revisi6n del fallo a que se -

refieren dichos exhortos o cartas rogatorias en cuanto­

ª los aspectos concernientes a la justicia o injusticia 

del mismo, así como tampoco en cuanto a los fundamentos 

de hecho o de derecho en que aqu~l se apoye, lo cual es 

timamos que es acorde con los principios de que inicial 

~ente hablamos toda vez que no es admisible que una au­

toridad judicial distinta a la que pronunció la resolu­

ci6n de que se trate~ en un ámbito territorial distinto 

y sujeto a una organización política 9 social y jurídica 

disímbola, pueda decidir respecto de la validéz del fa­

llo, pues ello sería debilitar la autoridad e investidu 

ra del juez exhortante y con ello naturalmente se aten­

taría contra la soberanía e independencia del Estado 

que constituyó al órgano jurisdiccionalº Es por ello 
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que nuestra legislaci6n adjetiva civil para el Distrito 

y Territorios ~ederales estatuye en su artículo 608 lo­

siguiente; "Ni el juez inferior ni el tribunal superior 

podrán examinar ni decidir sobre la justicia o injusti-

cia del fallo ni sobre los fundamentos de hecho o de de -
recho en que se apoye, limitándose tan s6lo a examinar­

su autenticidad y si deba o no ejecutarse conforme a --

las leyes mexicanas"º 

Por.lo tanto comentando el precepto legal anterio!_ 

mente transcrito, deducimos 4ue el juez que ejecuta una 

comisi6n rogatoria dnicam~nte está facultado por la ley 

para examinar dos extremos 9 a saberg 

a)º- La autenticidad del documento ·en el que se -­

contiene la resolución a ejecutar9 y, 

b)o- Si conforme a las leyes mexiDanas deba o no -

ejecutarse dicha resoluci6n. 

En relaci6n con el primero de los incisos menciona 

dos cabe desde luego asentar que el mismo es un requisi 

to de 6rd~n formal tal y como lo conceptuamos en el ca­

pítulo precedente referente a la certeza de la autoría­

del documento en que consta la resolución y a la legali 

zaci6n de aquel. A este particular el ordenamiento pro-

cesal citado anteriormente previene en el numeral 607 -

que: traducida la ejecutoria en la forma prevista en el 



. i 

artículo 330 9 se presentará al juzgado competente para­

au ejecuci6n, pero previamente se formará artículo para 

examinar su autenticidad y si conforme a las leyes na--

cionalea deba o no ser ejecutada, agregando el precepto 

legal de referencia que dicho incidente se substanciará 

con un escrito de cada parte y con audiencia del Minis­

terio Público. En atención a que el artículo que se c~-

menta se refiere a que la ejecutoria a cumplimentarse--

se ha de presentar para tal efecto ante el juez campe-­

tente es menester agregar que conforme a lo estatuido -

por el artículo 606 de la propia codificación ya aludi-

da, es competente para ejecutar una sentencia dictada -

en el extranjero el juez que lo sería para seguir el -­

juicio en que se dict6, conforme a las reglas de compe-

tencia establecí das. 

Ocupándonos ahora del segundo de los extremos que-

el juez exhortado debe examinar, es decir, el que se r! 

laciona con el hecho de que si conforme a las leyes me­

xicanas deba o ~o ejecutarse una resoluci6n proveniente 

del extranjero, es preciso indicar que en obvio de rep! 

ticiones nos remitimos a lo expuesto en el capítulo ---

j cuarto de este trabajo, por lo cual dnicamente nos res-

~ ta hacer alusión nuevamente al artículo 607 del Código-

~ Procesal Civil, para el Vistrito y ~erritorios Federa--
{~ 

:.~ 
.-.-_! 
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leso precepto que como antes dijimos, establece que lo­

relativo se examinará a través de un incidente en el --

que tiene una funci6n por demás importante a desempeñar 

el Ministerio Fúblicoo En efecto 9 correspondiendo a di­

cha institución la actividad pdblica de velar por los -

intereses de la sociedad y del Estado, es natural que -

al respecto despliegue su funciór1 hacia la vigile.r1oia 

en el cumplimiento de los requisitos exigidos por la -­

ley para que pueda ejecutarse en nuestro país una reso­

lución emanada .de un tribunal extranjero, por lo que, -

en el incidente de que tratamos se le dá intervención 

en calidad de partej teniendo por lo mismo los derechos 

que a aquellas les corresponde 1 es decir tendrá aptitud 

legal de hacer.valer lo que a su representación conven­

ga, por medio de un escrito que presentará ante el juez 

a quién se encomiende por razones de cumpetencia la eje 

cucidn del exhorto o comisión rogatoria, asf como tam-­

bién le asistirá el derecho de interponer los medios de 

impugnación qu? señala la ley contra la interlocutoria~ 

que se dicte en el incidente respectivo, a lo que pos--

teriormente haremos menci6~º 

B).- Efectos jurídicos derivados de la ejecución -
\ 

y de la inejecucion de los exhortos y cartas rogato--­

riasº 
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El estudio del presente subtítulo lo hemos dividi-

do por motivos de sistematización en dos aspectos: en~ 

el primero nos ocuparemos de los efectos de la ejecu--­

ci6n e inejecuci6n de los exhortos y cartas rogatorias­

en cuanto a la decisión misma del juez exhfrrtado 9 o sea 

en el sentido meramente procesal del otorgamiento o no­

del exequatur 9 y en el segundo de los aspectos mencio-­

nados trataremos lo relativo a los efectos derivados de 

la ejecuci6n de los exhortos y cartas rogatorias en --­

cuanto a la resolución c0ntenida en éllosº 

1) Efectos derivados de la ejecución o inejecuci6n 

de los exhortos y cartas rogatorias en cuai to a la deci 

si6n del juez exhortado relativa al otorgamiento o no -

del exequatur. 

En principio, respecto a este primer apartado que­

nas ocupa~ el derecho positivo mexicano contiene en los 

diversos cuerpos legales 9 la prohibición expresa de que 

contra el juez competente para la ejecución del exhorto 

o carta rogatoria proveniente del extranjero, las par-­

tes interesadas no podrán hacer valer contra él la rec~ 

saciónº En efecto 9 tanto ~l Código de Procedimie1tos .. , 

Civiles para el Distrito Federal y Territorios, como~ 

el C6digo Adjetivo Uivil Federal, establecen que no ten 

drá lugar la recusación al cumplimentar exhortos o des-
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pachos, lo que de igual manera estatuye el Código de -­

Comercio, pero debemos resal. tar el he cho de que si bien 

expresamente ~n los ordenamientos legales de referencia 

110 se es table ce de manera expresa que dicha limi taci6n­

se haga extensiva a los exhortos y cartas rogatorias -­

procedentes del ex'tranjero 9 cousiderarnus que dicha re-­

gla también es i:nüicable en lo que se refiere a estos -

dltimos, por razón de que tal cuestión se regula por di 

chos ordenamientos procesales. 

Ahora bicn 9 en cuanto a la justificaci6n de la no­

procedencia de la recusación en los casos que nos ocu--

pan, estimamos que tal medida se fundamenta en lo si--­

guiente: Es bien sabido que en mattiria local la recusa-­

ci6n la estableció el legislador para que las partes p~ 

dieran comba~ir a través de ella la competencia subjet;h, 
,~~ . "\. 

va del juez.~r a quien se le plantea un conflicto de inte 
ff; 

reses dete-r;íninado ~ a efecto de evitar que por moti vos--

personales 9 como son el afecto 9 el interés, el amor pr~ 

pio y el odio, hacia una de las partes, se viera incli­

nado al pronunciamiento de una sentencia parcial e in-­

justaj lo que tiene plena validez, toda vez que, tratán 

dose de materia local 9 El juez va a conocer y substan~-

ciar por toda la secuencia procesal un caso concreto, -

pero en lo relativo a los exhortos y cartas rogatorias 9 

(83) 



cuya ejecuci6n se le encomienda, no sucede lo mismo 1 

ya que el juez encargado de hacerlo, únicamente debe ce 

ffir su actuación a lo expresamente determinado en la re 

solución que se ejecuta, no pudiendo por lo-tanto va--­

riar o modificar su contenido pa1·a favorecer a una de -

las partes. :Por lo tanto el fundamento de tal institu--

ci6n se encuentra en que el juez encargado de oumplirne!! 

tar una resolución extranjera ea un mero ejecutor. 

:Por otra parte 9 en lo que se refiere a la resolu--

ci6n que se dicte en el i11cidente que se forma para es-

tudiar la autenticidad del documento en que se contiene 

la resolución que se va a ejecutar, así como si confor­

me a las leyes mexicanas deba o no ser ejecutada, el ª! 

tículo 607 del Código de Procedimientos Uiviles, previ! 

ne que, contra dicha resolución procede el recurso de -

apelación en ambos efectos en el supuesto de que se ne­

gare la ejecución, y que el mismo recurso procederá en­

el efecto devolutivo si aquella se concediere, agregan­

do que la apelación se substanciará sumariamente, lo -­

que quiere decir, que la substanciación del recurso se­

efectuará con un s6lo escrito de cada parte y el infor­

me en estrados si las partes lo quisieren. En otro as-­

pecto consideramos que,contra la resolución que dicte -

el tribunal de apelación,prucederá el juicio de amparo-
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directo. 

2) Efectos derivados de la ejecución de los exhor­

tos y cartas rogatorias e:n cuanto a la resolución que -

se ejecuta. 

Los exhortos y cartas rogatorias que como hemos -­

visto tienen la función de que un juez ejecute una rea~ 

luoi6n pronunciada por otro de igual categoría y de dis 

tinta juriedicci6n, producen diversos efectos en cuanto 

a la resolución misma que se ejecuta, lo cuales podemos 

designar como efectos materiales o indirectos. Por lo -

que se refiere a dichos efectos~ cabe decir que al for­

mular su clasificación 9 lo hicimos tomando en considera­

ción, que tratándose de los exhortos y cartas rogato---

. rias provenientes del extranjero, se tienen fundamental 

mente presentes los aspectos procesales, lo cual es na-

tural, debido a que el juez exhortado no tiene faculta-

des, como acabamos de ver, para juzgar lo cocerniente a 

la resolución judicial contenida en el exhorto o carta­

rogatoria, sino únicamente está facultado para analizar 

aspectos procesales o formales a fín de decidir si eje-

cuta o no el exhorto proveniente del extranjero, pero -

independientemente de lo anterior, si la autoridad ---­

exhortada se decide por la ejecuci6n, dicho acto, ade--

más de los efectos adjetivos de que anteriormente trata 
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mos, produce lógicamente ciertos efectos que hemos lla-

mado indirectos por los motivos apuntados, es decir, --

porque al juez exhortado no interesa, por no estar auto 
. -

rizado para ello, lo relativo a la resoluci6n contenida 

en el exhorto o carta rogatoria. No obstante lo prece--

dente, es indudable que al ejecutarse un exhorto se pro 

ducen las consecuencias o efectos propios contenidos en 

la resolución que se ejecuta, mismos que pueden ser múl 

tiples ·¡.¡ que se determinan por los elementos de la res.Q_ 

lución de que se trate y de la acci6n que se ejercit6,­

respecto de lo cual debemos mencionar dnicamente, ante-

la imposibilidad originada por el tema a que se contrae 

el prese1.· ,e trabajo, que sólo son ejecutat les en nues-­

tro país'. las e je cutorias provenientes del extranjero, -
' ¡ 

cuando hayan sido dictadas a consecuencia del ejercicio 

de una acción personal, no así las que versen sobre ac-

cienes reales, por las razones que aducimos al tratar -

sobre los requisitos de fondo de los exhortos y cartas-

rogatoriasº 
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l. 

CONCLUSIONES: 

lo- No existieron en Roma antecedentes algunos de­

lo que actualmente conocemos con el nombre de exhortos-

o cartas rogatoriasº 

2. - México debe propugnar porque se llegue a un --­

convenio multilateral con todos los paises que inte---­

gran el continente americano 9 respecto a la cumplimenta -
cidn y ejecución de los exhortos y cartas rogatoriasº 

3.- En el aspecto particular 9 y de no ser posible­

lo anterior 9 M~xico debe celebrar tratados bilaterales­

con todos los países que le sea posible respecto del 

mismo problemaº 

4º- En dichos tratados que promueva M~xico 9 sería­

aconsejable que los exhortos y cartas rogatorias 9 fue--

ran turnadas directamente 9 por los inconvenientes que -

presentan las demás formas de transmisi6n. 

5º- No debe existir la reciprocidad internacional­

en materia de exhortos y cartas rogatorias 9 por carecer 

de base cientifica. 

6.- Es competencia de las entidades federativas 9 -

establecer en sus propias legislaciones 9 los requisitos 

que deben contener los exhortos o cartas rogatorias pr~ 

cedentes del extranjero 9 para que puedan ser ejecutadas 

en sus propias demarcacionesº 
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APENDICE. 

PROYECTO DE TRATADO QUE SE PROPONE, A EFECTO DE QUE SEA 
CELEBRADO POR MEXICO, CON OTROS PAISES, SOBRE LA OUMPLI 
MENTACION Y EJECUCION DE LA~ HBBOLUCIONES JUDICIALES A= ¡ 
ThAVES DE EXHORTOS O CARTAS ROGATORIAS. 

Art. 1.- En materia civil o comercial las notifica 

ciones de actos a personas que se encuentren en el ex--

tranjero, se harán en los Estados contratantes directa­

mente a petioi6n de la autoridad judicial del Estado r! 

quirente dirigida a la autoridad judicial del Estado r! 

queridoº La petición indicando la autoridad de quién 

emane el acto transmitido, el nombre y la calidad de 

1 las partes, la dirección del destinatario y la natural~ 
za del acto de que se trate, deberá ser redactada en la 

lengua del Estado exhortado. La autoridad requerida en-

~- viará a la requirente el documento que prueba la notifi 

cación o que indique el hecho que la haya impedido. 
¡ 

'·, 
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1 
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Art. 2.- La notificación será hecha por la autori­

dad competente del Estado requerido. Si el acto que se­

ha de notificar está redactado , sea en la lengua de la 

autoridad requerida 1 o sea en la lengua convenida entre 

los dos Estados interesados, o si va acompañada de una-

traducción en uno de estos idiomas, la autoridad reque-

rida debe hacer uso de todas las facultades que le con­

ceda su legislación interior para el mejor cumplimiento 

de la notificación. 
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La traducción prevista en el párrafo anterior se-­

rá certificada conforme 9 por un int~rprete jurado del -

Estado requerido. 

Art. 3.- El cumplimiento de la notificaci6n previ~ 

ta en loe artículos que anteceden 9 no podrá ser denega­

do sino ouando el Estado en cuyo territorio haya de te­

ner lugar, lo considere atentatorio a su soberanía o a-, 

su seguridad. 

Art. 4.- La prueba de la notificación se hará por­

medio de una certificación de la autoridad del Estado -

requerido 9 en la que se haga constar el hecho 9 la forma 

y la fecha de la notificaci6n. 

Si el acto que se haya de notificar va extendido -

en doble ejemplar 9 la certificaci6n debe extenderse en-

' uno de los dos ejemplares o unirse a él. 

1 

l '· 

). 

Art. 5.- Las notificaciones no podrán dar lugar a­

reembolso de costas o gastos de cualquier naturaleza 

que sean. 

Art. 6.- En materia civil o comercial 9 la autori-­

dad judicial de un Estado contratante podrá 9 conforme -

a las disposiciones de su legislaci6n 9 dirigirse por --

medio de comisiones :rogatorias 9 a la autoridad compete!! 

te de otro Estado contratante 9 pidiendole que ejecute 9 -

dentro de su jurisdicoi6n 9 ya un acto de instruccidn 9 -
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ya otros actos judiciales. 

Art. 7.- Las comisiones rogatorias, serán transmi-

tidas por la autoridad judicial del ~atado requirente,­

ª la autoridad judicial del ~stado requerido. Esta aut2 
, 

ridad enviará a aquella el documento que acredite el --

cumplimiento de la comisi6n rogatoria 9 o en el que se -

indique el hecho que haya impedido su cumplimiento. 

Art. 8.- 8alvo acuerdo en contrario la comisión ro 

gatoria debe ~er redactada o en la lengua de la autori-

dad requerida, o en la lengua co11verlida entre los dos -

Estados interesados, o debe ir acompañada de una traduc 

ci6n hecha en una de estas lenguas y certificada confor 

me por un int~rprete jurado del Estado requerido. 

Art. 9.- La autoridad judic~al a quien vaya dirig! 

da la comisión rogatoria estará obligada a cumplimenta~ 
. 

la, empleando los mismos medios coercitivos que para el 

cumplimiento de una comisión de las autoridades del ~s­

tado requerido o de una petici6n hecha a este efecto --

por parte interesada. 

Estos medios coercitivos no serán empleados neces~ 

riamente si se trata de la comparecencia de litigantes. 

La autoridad requirente será informada, si lo soli 

cita, de la fecha y lugar en que se procederá a la dili 

gencia de que se trate~ a f~ .. : je que la parte interesa-
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da pueda asistir a é11a. 

El cumplimiento de la comisi6n rogatoria, no podrá 

ser denegado más que: 

lo.- Si la autenticidad del documento no está esta -
blecida. 

2o.- Si en el Estado requerido el cumplimiento de­

la cqmisi6n rogatoria no entra en las atribuciones del­

poder judicial. 

3o.- Si el Estado en cuyo territorio haya de ser -

cumplimentado lo juzga atentatorio a su soberanía o a -

su seguridad. 

Art. 10.- En caso de incompetencia de la autoridad 

requerida, la comisión rogatoria será transmitida de 

oficio, a la autoridad judicial competente del mismo E~ 

tado, segdn las reglas establecidas por su legislación. 

Art. 11.- En cualquier caso que la comisión rogat2 

ria no sea cumplimentada por la autoridad requerida, -­

ésta se lo hará saber inmediatamente a la autoridad re-

quirente, indicándole en el caso del artículo nueve ,las 

razones por las cuales el cumplimiento de la comisión -

rogatoria ha sido denegado; y en el caso del artículo -

diez, la autoridad a quien la comisión rogatoria haya -

sido transmitida. 

Art. 12.- La autoridad judicial que proceda al cum 
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plimiento de una comisi6n rogatoria, aplicará las leyes 

de su país en lo que se refiera a las formas que hayan­

de observarse, debiendo hacer uso de todas las faculta­

des que le conceda su legislaci6n interior para el me-­

jor cumplimiento de la comisión. 

Art. 13.- El cumplimiento de las comisiones rogat~ 

rias, no dará lugar al reembolso de costas o gastos de­

cualquier naturaleza que sean. 

Sin embargo, salvo acuerdo en contrario el Estado­

requerido tendrá derecho de exigir del ~atado requiren­

te, el reembolso de los gastos ocasionados con motivo -

de la cumplimentación de la comisi6n rogatoria y que -­

autorice su propia legislación • 

... 
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